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ASISTEN: Señores Representantes Julio Bango, Juan Manuel Garino Gruss y Daniela Payssé. 


INVITADOS: — Señora Directora del Centro de Estudios Judiciales del Uruguay (CEJU), doctora Selva 
Klett. 


Señores Presidente del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU), doctor 
Javier Salsamendi; Director, psicólogo Jorge Ferrando; Director del Sistema de Ejecución 
de Medidas para Jóvenes Infractores (SEMEJI), licenciado Rolando Arbesún; y maestro 
Diego Barboza. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bayardi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir a la doctora Selva Klett, Directora del CEJU, Centro de Estudios 
Judiciales del Uruguay. Combinamos esta reunión por dos temas. El primero, que es preocupación inmediata 
de la Suprema Corte de Justicia, tiene que ver con el Código General del Proceso. El segundo, que es 
preocupación de la Comisión, lo expondré después. 


El primero refiere a que se ha logrado un acuerdo entre el Instituto Uruguayo de Derecho Procesal y la 
Suprema Corte de Justicia. Este acuerdo fue distribuido a todas las señoras legisladoras y a todos los señores 
legisladores y refiere a una redacción unificada. En la última oportunidad en que estuvo el Instituto Uruguayo 
de Derecho Procesal y la Suprema Corte de Justicia, se dejó planteada la necesidad de que en los artículos en 
que había cierto grado de no concordancia, se hiciera algún esfuerzo por parte de estos dos organismos para 
facilitar el trabajo de la Comisión, lo que efectivamente se hizo. Agradecemos la realización de este esfuerzo 
porque facilitará el tratamiento del tema. 


Antes de ingresar al primer punto, quiero decir que es voluntad del señor Presidente y de los integrantes de la 
Comisión dar aprobación a dicho proyecto en la Cámara durante el mes de junio. La doctora Klett me 
manifestó que esto es preocupación de la Suprema Corte de Justicia y que, de no aprobarse, se plantearía 
alguna iniciativa en la Rendición de Cuentas respecto a las normas del Código General del Proceso. 


Entonces, solicito a la doctora que haga referencia a los artículos acordados entre el Instituto Uruguayo de 
Derecho Procesal y la Suprema Corte de Justicia; supongo que los tiene bien presentes porque fue una 
articuladora de esto y partícipe de la redacción. Después, abriremos un espacio para la intervención de los 
señores legisladores si así lo entendieran del caso y, por último, plantearé un tema que ya conversé con la 
doctora, sobre el que le pedí cierto grado de ayuda para resolver, que se relaciona con el embargo de buques 
pesqueros. 


SEÑORA KLETT.- Buenos días. Traigo el saludo del Presidente de la Suprema Corte de Justicia. En 
efecto, en su discurso inaugural planteó que, en este, su último mandato, se abocaría a lograr una 
mejor administración de la justicia, uno de cuyos pilares es que la duración de los procesos se torne 
más razonable. A eso apuntaba inicialmente este proyecto, que luego se enriqueció con la visión de los 
abogados, lo que estuvo muy bien porque, además de llamar a responsabilidad a los Jueces instalando 
mecanismos que permitieran un mejor cumplimiento, se volvieron a recordar los principios básicos 
que nos unieron en 1989 para sacar adelante el viejo Código. 


También quiero decir, porque me parece un acto de lealtad con el Parlamento nacional, que la delegación que 
vino la vez pasada tomó muy en serio el pedido particular de que se hiciera un esfuerzo, y me causó mucha 
alegría que se lograra. Está muy bien que el Parlamento pida a la Justicia y a la Cátedra que haga un esfuerzo, 
ya que se liman las asperezas para atender algo que es tan humilde como pedirnos, simplemente, un acuerdo. 
Eso hay que ponerlo de relieve porque no es muy frecuente que pase. Además, hay algunos ejemplos 
recientes de que eso no sucedió, como en la elaboración del proceso laboral; así es que estamos donde 
estamos, otra vez proyectando cosas. 


Si mal no recuerdo, los artículos clave eran cinco. 


El primero era el artículo 5” que está en la primera página porque para el Poder Judicial tiene un interés 
relevante hacer hincapié en el principio de buena fe y lealtad procesal, a lo que se agrega la colaboración 
procesal. El punto de discrepancia con los señores abogados de la Cátedra era que para la Suprema Corte de 
Justicia había que reforzar mucho ese principio. El término que se usaba era: "la máxima colaboración para la 
realización de todos los actos". Eso primero estuvo objetado pero luego lo aceptaron no es una colaboración 
hasta que tenga ganas sino que es la máxima; sin embargo, la Corte cedió en detener el artículo en: "El 
incumplimiento de este deber tendrá las consecuencias previstas en cada caso por la ley". El proyecto de los 
Jueces avalado por la Corte era: "Y si fuere imputable a las partes será valorado en su contra". Ese era el 
punto de discrepancia. Los Jueces queríamos un artículo bastante fuerte y claro mediante el cual todos 
tuvieran que colaborar; de lo contrario, eso sería usado en su contra. La Cátedra establecía que era una 
solución un poco fuerte y drástica. Entonces, nos pareció suficiente que si quedaba consagrada la máxima 


colaboración no una cuestión a medias, íbamos a estar a lo que dijera la ley. Como ustedes saben, la ley se 
interpreta sistemáticamente y hay una cantidad de artículos que, de todas maneras, permiten mantener el 
deber de lealtad y de colaboración en términos muy razonables. Lo que se extrajo fue el mandato que había 
de "utilícelo en su contra", que era lo que decía el artículo anterior: "[...] será valorado en su contra". En las 
leyes siempre se deja un margen de entendimiento entre lo general y lo particular, y esa consideración no 
resulta obligatoria. No sé si he sido clara porque la diferencia es sutil. 


(Diálogos) 


——— De todas maneras, lo básico es que se mantiene la buena fe, se refuerza la colaboración que aparecía en 
el artículo 189 pero que no estaba en el artículo 5” es decir, se pone en la portada, como debe ser un Código 
moderno y se hace hincapié, pero de una manera no tan radical como quería la Suprema Corte de Justicia. 


De la mano del artículo 5” iba el artículo 142. El artículo 142 más antiguo era inocuo: no decía nada más que 
todo hay que hacerlo en la audiencia. Se aprovechó la oportunidad para reforzar algunas cosas en materia 
probatoria. Entonces, se incluyó a texto expreso esto de que "Todas las pruebas pertenecen al proceso [...]". 
Cuando la gente va a un juicio dice: "Yo vengo por Fulano", "Yo soy testigo de Fulano". En realidad, el 
concepto es que uno no es testigo de nadie; en todo caso, es testigo de la patria. Uno tiene el deber de 
atestiguar porque vive en este país. Entonces, todo lo que haga, toda la prueba que se recabe, es de todos y no 
de uno solo, no le pertenece a nadie. Entonces, se clarificó esto que no estaba y es un principio importante. 
En esto no teníamos dificultades. 


Después está aquello de: "Las partes tienen el deber de prestar la colaboración del buen litigante para la 
efectiva y adecuada producción de la prueba. [...]". Aquí está especificado el mismo principio que está en la 
parte general. En el proceso civil, a diferencia del penal, no se aplica el adagio de que: "Nadie puede ser 
obligado a ser prueba en su contra". Es decir, en el proceso civil es otra la perspectiva que se tiene, 
entendiendo que las partes sí se deben a la Justicia y deben colaborar. Esto lo explicó Couture hace cincuenta 
años y es admirado en toda Iberoamérica por haber dado ese paso tan importante. 


Entonces, se modificó un poco la primera parte del artículo 142 y se mantiene que genera una presunción en 
contra. Se alude específicamente al buen litigante. Como al buen padre de familia del Código Civil, al buen 
litigante, al buen médico, al buen profesional, al hombre común que actúa diligentemente, se incluye que las 
partes tienen que prestar colaboración. 


Vuelvo a decir que esto estaba previsto expresamente en el artículo 189 para los terceros, pero no para las 
partes. En el compendio de los artículos 5”, 142 y 189 viejo queda claro que este poder de colaboración es de 
todos. También hace un poco de escuela en el sentido de que es un poco absurdo que el testigo diga: "Tengo 
el deber de venir, me obligan y a las partes no". Me parece que es un Código que ha ido adoptando una 
redacción que permite explicar mejor las cosas. Entonces, coordinado así, tampoco tendría problemas. 


(Diálogos) 


——- El refuerzo venía de repetir los artículos 5” y 21, que describen los poderes del Juez. Nosotros sacamos 
esas cosas que parecían afirmarlo mucho. Como se darán cuenta, debemos tener siempre un equilibrio entre 
los poderes razonablemente ejercidos de los Jueces y los derechos de los litigantes. Por eso me pareció 
importante el acuerdo. 


El artículo 340 era un nudo muy importante, porque refiere a las comparecencias a la audiencia. Como 
ustedes recordarán, el viejo Código preveía que las partes debían ir, porque si no iban, su situación procesal 
sería muy grave. El actor perdía su pretensión y nunca más la iba a poder plantear; prácticamente, se estaba 
en condiciones de dictar una sentencia en contra del demandado porque se entendía que quedaban admitidos 
o se tenían por ciertos todos los hechos afirmados por el actor. En síntesis: el Juez no podía faltar porque la 
audiencia era nula; si faltaba el actor, perdía el juicio y nunca más lo iba a poder plantear; si faltaba el 
demandado, quedaba en una situación muy comprometida, casi de perder el juicio, porque el Juez tenía que 
dar por ciertos los hechos alegados por su contraparte. Esa fue la visión de nuestros maestros, con ella 
anduvimos durante veinte años y nos pareció que era una buena decisión. Si se deja en el ámbito de la 
libertad de la gente el hecho de ir o no ir a la audiencia, la gente no va; directamente, abandona algo que es 
muy bueno. Ese proceso oral permitió que la gente se conociera y que los Jueces vieran la cara de las 


personas. En ese punto, la Suprema Corte de Justicia sí se mantuvo porque, de lo contrario, a mi juicio, 
teníamos un discurso que era engañoso. 


Nosotros vinimos a plantear aquí que se trata del viejo Código, del Código de los maestros, y que ajustamos 
todo lo que la práctica había deformado, pero que no es una reforma estructural. Entonces, si cambiamos este 
artículo, tendría que volver a decir que yo no estoy de acuerdo, aunque ustedes lo fueran a votar, pues en 
realidad es una reforma estructural, porque saca esa ida al juzgado. A veces, esa ida al juzgado con la gente 
enojada deriva en que los Jueces, si practican bien su magisterio, logran acuerdos o que se acoten los puntos 
de litigio. Es decir, la presencia de la gente en un juicio es absolutamente imprescindible. No existe un juicio 
al que la gente no vaya. No es normal pensar que la persona nunca vio al Juez, que el Juez no la vio o que no 
vio al otro en el juicio. En ese caso, la Corte dijo que nunca había sido su proyecto de ley establecer una 
reforma estructural. Si la Cátedra quisiera modificar todo, entonces sería otro escenario. Nuestra aspiración 
siempre fue hacer los ajustes para que el proceso sirva y no modificar cuestiones estructurales. Así volvimos 
al viejo Código. Inclusive, cuando se quiso modificar las comparecencias, se alzaron algunas voces contrarias 
al proyecto laboral. Creo que por una coherencia interna se debería mantener el artículo 340 tal como está. 
Eso finalmente fue acordado; no se hizo esa modificación. La Cátedra se avino a la posición muy firme de la 
Corte. Lo importante de este artículo es que pensamos que zanja definitivamente todas las cuestiones que 
pasan en la audiencia, porque regula en forma muy minuciosa qué pasa, cómo se recurre y quién recurre. Este 
artículo, compendiado con el artículo 342, configura un paso relevante, porque define cómo son las 
recurrencias en la audiencia. 


He reiterado varias veces que antes había tres posiciones para cada cosa. Estaba el famoso criterio de la sede, 
que se eliminó. Se eligió el criterio que durante veinte años demostró a la Corte y a los Jueces que 
intervinieron que era lo mejor: un recurso de apelación que no va a detener el expediente, salvo en casos 
absolutamente necesarios. En la actualidad tenemos expedientes que van y vienen varias veces. Ese fue uno 
de los argumentos para pasar a un Código oral en 1989. Con el transcurso del tiempo, eso se desdibujó y 
volvimos a tener cifras en los procesos que no son razonables. 


El artículo 346 queda igual, salvo la regulación del proceso extraordinario. Es decir, los artículos 340 y 346 
van de la mano si nos mantenemos en el viejo cauce, pero no si aceptamos lo del Instituto, que ya dijimos 
que no y este lo acordó así. O sea que esos dos artículos van juntos. 


El artículo 366 no vale la pena ni mencionar; no tengo muy claro qué se acordó. No sé si se acordó uno u 
otro. Es una figura que no se ve nunca, es el pacto comisorio. Había una discrepancia que se acordó con la 
Cátedra de Derecho Civil. Estas son cuestiones acerca de las cuales uno puede estar para un lado o para el 
otro. Es importante que en determinadas cuestiones haya una sola visión, no para apelar al quietismo, sino 
porque no se puede tener en todo cinco posiciones. 


El artículo 400 que es el de ustedes y el artículo 401 que refiere a la ejecución contra el Estado comprenden 
temas delicados. Digo que son temas delicados porque la ejecución demora más que el propio juicio, aunque 
eso también se modificó con acuerdos totales y se mejoró mucho. La ejecución contra el Estado tiene el 
problema de cómo se cobra, cuánto se cobra y cuánto se termina cobrando, porque a veces demora tanto y va 
quedando un pequeño remanente, que significa liquidaciones de liquidaciones. Ese es el problema de la 
ejecución contra el Estado, lo que nosotros vemos todos los días. 


Este artículo ha ido y venido. Se acordó volver al viejo mecanismo de que el Banco de la República es el que 
pone los fondos y viene con una propuesta subsidiaria. Esto sería lo que se considera mejor y, lo segundo, 
seria la propuesta subsidiaria. Esta propuesta subsidiaria era la inicial de la Corte, porque se adecuaba a una 
ley que este propio Parlamento había dictado en 2005. Para el caso de que no se acepte esta propuesta, se 
plantea el subsidio. 


SEÑOR MICHELINI.- Es una alternativa; es una u otra. 


SEÑORA KLETT.- El primer planteo es el más favorable al justiciable. El segundo planteo está en 
concordancia con lo que ya se había hecho. A la Suprema Corte de Justicia no le gusta enmendar la 
plana a nadie; hace lo que tiene que hacer por mandado de la Constitución. 


Nosotros, en nuestro proyecto, pusimos lo que estaba. La cátedra consideró que sería bueno aprovechar la 
oportunidad para mejorar esto. De todas formas, este es un punto que es decisión del Poder Legislativo. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- ¿La propuesta mejorada es la que figura en primer lugar? 
SEÑORA KLETT.- Efectivamente. 


Además, es una propuesta que tiene que ver con aspectos presupuestales, por lo cual la Corte fue muy 
cautelosa pero, a su vez, tampoco veía inconveniente en traer las dos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Lo mismo vale para el artículo 401? 


SEÑORA KLETT.- Sí. El artículo 400 refiere al Estado central y el otro, por espejo, a los Gobiernos 
Departamentales, entes y Servicios Descentralizados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En esta oportunidad, la idea era tener una presentación sobre estos cinco o 
seis artículos para que los señores legisladores tuvieran presentes los alcances que se había querido dar 
a los acuerdos presentados. 


Seguramente, incorporaremos este tema en el orden del día de una reunión que acordemos para el mes de 
junio. 


Ratificamos el compromiso de parte de la Comisión de dar trámite al proyecto. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- En la anterior comparecencia de la doctora, nosotros manifestamos que todo 
esto tenía como principal objetivo acortar la duración de los juicios. Entendemos que las causas del 
enlentecimiento de los juicios no radican solo en la letra de la ley, sino que son múltiples. Sin duda, en 
el ejercicio práctico de los casos, hay responsabilidad de los profesionales y de todos los sujetos del 
proceso, pero también una gran falencia que estábamos notando últimamente en forma muy reiterada 
en cuanto al funcionamiento de la oficina. Me refiero concretamente a las suspensiones de audiencias 
por faltar la notificación, por extravío del expediente, etcétera. Debemos convenir que el profesional 
actuante tiene el deber de controlar, pero teniendo en cuenta que las audiencias a veces se fijan con una 
antelación hasta de dos meses o que hay alguna feria en el medio, no podemos pretender que esté 
haciendo la procuración en forma permanente durante ese lapso a ver si se cumplió con la notificación 
a la otra parte, a los testigos o lo que sea. 


La solución a eso no tenía que ver con la modificación de otras normas, sino con el funcionamiento interno 
del Poder Judicial. Habían hablado de algo así como de mejorar la capacitación y la supervisión de las 
oficinas actuarias, y de incorporar la informática al procedimiento en algunas áreas donde hay demora. En 
ese aspecto sí quizás sea necesario legislar. 


Entonces, ya tenemos la perentoriedad de todos los plazos procesales y se castiga a la parte y ni que hablar al 
profesional si se vence algún plazo en forma improrrogable, pero eso no alcanza, porque el distanciamiento 
de la fijación de una audiencia o las dificultades en el libramiento o el diligenciamiento de los oficios genera 
enormes demoras que se solucionan en la práctica y no con dictado de nuevas leyes. Queremos insistir en 
esto porque, si no, toda reforma que hagamos con el propósito de reducir los procesos fracasará. 


SEÑORA KLETT.- Creo que este es un camino que tenemos que hacer en conjunto. El estado de 
situación que tenemos es multicausal, y no se trata de quién le echa la culpa a quién. 


Por experiencia personal diría que un cuerpo de abogados fuerte como el que conocí en San José, que esté 
encima de las oficinas, es el mejor aliciente, más allá de la responsabilidad funcional que tiene el Juez de 
dirigir su oficina. Esa no la descarto, pero si hay una procuración sistemática de las cosas, la oficina, por 
vergúenza o lo que sea, arranca. 


La Corte ha tomado una cantidad de medidas en los últimos años; medidas muy poco simpáticas por ejemplo, 
el Presidente anunció que está dispuesto a bajar la duración, pero también parece que si uno está encima del 
expediente, esto funciona mejor. Lo digo con esperanza, porque si no, no hubiera venido, pero hay que hacer 
que esa oficina funcione. En la oficina está el actuario; creo que las oficinas más chicas, con menos personal, 
funcionan mejor que las que tienen todas esas escaleras. Entonces, la responsabilidad de presionar para que la 
oficina funcione es de los dos lados. 


Al mismo tiempo, hay otro elemento que está en la base y es que los cuerpos de abogados como tales tienen 
un papel para jugar, para hacer planteos unívocos y de un grupo de personas. Eso sí tiene fuerza; la queja de 
alguien en forma aislada, no. Además, a nadie le resulta fácil denunciar una situación compleja si se va a 
ganar la enemistad del Juez, pero el Colegio de Abogados sí lo puede hacer. 


Por lo tanto, creo que el monitoreo debe ser conjunto. Del lado del Poder Judicial está claro lo que hay que 
hacer, pero del otro, debe hacerse la procuración de una manera más insistente y el Colegio de Abogados 
debe hacerse cargo de su papel como colectivo. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Hay situaciones que son incomprensibles, porque en algunos casos se 
establecen horarios distintos para la parte de oficios y hasta de prueba que para el funcionamiento de 
oficina. Entonces, es imposible hacer la procuración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero plantear una duda. Algunos de los artículos que fueron enviados, no 
tienen modificaciones como, por ejemplo, los artículos 466 y 470. El artículo 465 cambia el nombre del 
Registro, en vez de Registro General de Inhibiciones, establece Registro de Actos Personales, por lo 
cual debe estar incluido en el texto a aprobar. 


El artículo 468 tiene una modificación que figura en negrita. Por su parte, los artículos 466 y 470 no deberían 
ser incluidos, en la media en que no introducen cambios. 


SEÑORA KLETT.- Sí se debería incorporar el artículo 465. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente: debemos tener en cuenta cuáles son los artículos que no 
proponen modificaciones, a los efectos de no incluirlos, en la medida en que el proyecto de ley 
determinará precisamente cuáles son los cambios a operar. 


Agradecemos a la doctora Klett su aporte sobre este tema; en verdad ha sido muy trascendente para la 
Comisión. 


Pasando a otro asunto, quisiera referir a un tema sobre el que ya he conversado con la doctora Klett, que tiene 
que ver con un proyecto que está a estudio de la Comisión: "Embargo y Arrestos de Buques de Bandera 
Nacional o Extranjera.- Normas". 


Ya tenemos bastante texto acordado sobre este proyecto; el problema es que para la solución definitiva de las 
contiendas que se entablan en estos casos que a veces son litigios o demandas que se presentan en diferentes 
sedes sobre un mismo buque: créditos laborales reclamados por diferentes empleados, la Comisión tenía la 
idea de unificar en una misma sede las demandas que pudieran existir respecto a un mismo buque. De esa 
forma, se evitaría la posibilidad de entablar una demanda en una sede para luego, cuando el proceso está 
llegando a algún nivel de conclusión, presentar otra demanda en otra sede. Como el objetivo es garantizar los 
créditos laborales, pero evitando las trabas para que se pueda seguir cumpliendo con la función del buque 
pesquero, que es pescar, entendimos que un punto importante debería ser concentrar en una misma sede todos 
los créditos que se presenten por una misma causa. 


Yo le planteé este tema a la doctora Klett, quien con todas las reservas del caso me dijo que iba a hacer un 
esfuerzo para efectuar algunas consideraciones al respecto, formulando las consultas necesarias. Asimismo, 
le solicité si me podía proporcionar sentencias que pudieran existir en tal sentido, tanto en Primera Instancia 
como en Apelaciones y en Casación, las que me fueron enviadas, lo cual agradezco. Y otro punto que 
tenemos en consideración tiene que ver con cuál es el monto de garantía a pedir. 


No sé si la doctora Klett puede hacer alguna consideración con respecto a este tema. 


SEÑORA KLETT.- Primero quisiera formular una pregunta, para luego referir específicamente a este 
punto. 


Entiendo que está planteada la exoneración de contracautela para los buques pesqueros de bandera extranjera, 
por créditos laborales de determinado monto. Ahora bien: según el artículo 12.3), cuando se trata de créditos 
laborales que excedan el monto referido en el 12.1), se podrá pedir la interdicción de salida de puerto, 
debiéndose otorgar contracautela. En este caso, la contracautela es preceptiva y sin causal de exoneración. 
¿Eso es así? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por el momento, sí. 


SEÑORA KLETT.- Creo que la objeción que puede tener esto es que de regla el trabajador va a estar 
en peores condiciones que cualquier otro sujeto que puede ser exonerado. Si esa es la voluntad, está 
clara, pero parece que es obligatorio actuar de ese modo, salvo que se entendiera que por las normas de 
remisión uno lo puede exonerar. Me pregunto, pues, si se lo puede exonerar o no en esta hipótesis. 


Obviamente, a un proyecto hay que darle varias lecturas para entenderlo sistemáticamente, pero me 
preocuparía que la objeción fuera que no se puede exonerar al trabajador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea de este proyecto es establecer la garantía para el trabajador en el 
primer numeral del artículo 12 que dice: "El solicitante de una medida cautelar contra un buque 
pesquero de bandera extranjera, por créditos laborales menores a diez veces el monto establecido en el 
artículo 19 de la Ley_N” 18.572 (...)". Aclaro que no está terminado de acordar esto de "diez veces". 


SEÑORA KLETT.- Sí, porque diez veces es la nada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por eso yo le había pedido las sentencias para ver a cuánto ascendían las 
condenas. En realidad, la discusión que tenemos es si fijamos US$ 50.000 o US$ 100.000. Entonces, la 
redacción sería: "El solicitante de una medida cautelar contra un buque pesquero de bandera 
extranjera, por créditos laborales (...)" y aquí es donde tenemos esa discusión en el sentido de si 
establecemos que sean menores a US$ 50.000 o a US$ 100.000. Entonces, si se pide una medida cautelar 
por créditos laborales menores a US$ 50.000 o a US$ 100.000, no se tendría que presentar 
contracautela. 


Ahora bien, de acuerdo con el artículo 12.3), el solicitante de una medida cautelar contra un buque pesquero 
de bandera extranjera, por créditos laborales que excedan el monto referido en el numeral 1, sí tendrá que 
prestar contracautela. 


SEÑORA KLETT.- Cuando se habla de "medida cautelar" ¿se está haciendo alusión solo al embargo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- De hecho, la prohibición de zarpe es una medida cautelar contra un buque de 
bandera extranjera. 


SEÑORA KLETT.- ¿Es preceptiva? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí; es la única manera de evitar que se vayan a otro puerto. Los buques 
nacionales no tienen esta prohibición. 


No sé si se entiende la armonía de las dos medidas. Entonces, no pediríamos contracautela hasta el monto en 
el que debemos ponernos de acuerdo que, como dije, si bien aún no lo tenemos definido está entre los 

US$ 50.000 y los US$ 100.000. Por eso quería saber si existe alguna sentencia que establezca un monto 
mayor. Como hasta ahora no la he encontrado, la garantía estaría salvada no pidiendo contracautela en ese 
caso. 


Podríamos plantearnos lo que manifestaba la doctora Klett en el sentido de si se podría establecer o no la 
exoneración de la contracautela. Claro que debería haber un nivel probatorio de lo que se está reclamando y 
demandando para que el Juez pudiera determinar tal exoneración. 


Reitero que todavía no hemos terminado de acordar el texto definitivo del artículo 12. 


SEÑORA KLETT.- Advierto que el numeral 5) del artículo 313 del Código General del Proceso 
determina que se puede eximir de la contracautela por motivos excepcionales. Eso se arreglaría 
diciendo: "sin perjuicio de tal facultad". 


Ahora bien, para ser honesta en el debate, recuerdo que hemos estado discutiendo en el Instituto que hay un 
sentido popular por el que se dice "es actor en un proceso: exonerado de contracautela" y que eso está mal, 
porque el actor puede ser un ejecutivo que gane varias cifras en dólares o en euros y no habría por qué 
exonerarlo. Entonces, se debe trabajar en la capacitación porque se está leyendo mal la ley, que sí parte de 
una base de que hay gente que debe ser exonerada, ya que si por ejemplo estamos hablando de un trabajador 
zafral, que vive en pobres condiciones, no se le puede exigir contracautela porque nunca va a poder solicitar 
una medida cautelar. Pero no tengo por qué dar por sentado que todos los actores son iguales. Ese es un 
manejo un poco simplista que se arregla con capacitación. 


Queda claro que al establecer el monto se embretaría más al Juez porque se diría: "por encima de tanto, 
contracautela; por debajo, no". Estamos hablando del caso de buques pesqueros y de créditos laborales 
referidos a eso. Este límite, como todo, tendría una parte buena y otra mala, porque alguno podrá decir que 
igual por encima de ese monto no puede prestar contracautela. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- De acuerdo con la información que manejamos, había una práctica habitual 
de demandas por sumas exorbitantes que luego terminaban en sumas sensiblemente inferiores a las 
reclamadas originalmente. 


Al estar el barco arrestado, sin posibilidades de trabajar, la desesperación de las empresas por la necesidad de 
volver a navegar y trabajar hacía que muchas veces se pagaran sumas que no correspondían. La idea es acotar 
eso. Por tal motivo, el Presidente realizó una investigación acerca de los montos habituales de los reclamos 
para fijar un límite por debajo del cual no se exija contracautela y de esa manera no estar vedando la vía 
judicial a trabajadores que no tienen dinero para prestar contracautela. Después de realizada esta 
investigación, el límite estará puesto en los montos que habitualmente vemos en los expedientes de los cuales 
hemos podido obtener información 


Otra de las cosas que se nos decía es que la mayor parte de estos reclamos, con sumas exorbitantes, cuando 
había acuerdo entre el actor y el demandado no figuraban en el expediente, lo que se hacía era un 
desistimiento. Investigar en los expedientes en donde hubo acuerdo es imposible porque estos no figuran; 
además, según datos que nos llegan, las cifras son sensiblemente inferiores a las reclamadas. 


SEÑORA KLETT.- El tema de las cautelas presenta, en cualquier ámbito y acá se puede ver 
notoriamente, un aspecto de extorsión. Mientras lo tengo cautelado, le arranco lo que quiero; ese es un 
tema que merece ser trabajado con mucha precisión. Es un límite muy complicado entre dar o no la 
cautela porque si no la doy, la pierdo, pero el componente extorsión, existe. Estos cuentos, sumado a lo 
que me han manifestado los colegas de laboral, son así. Lo que parecería que cambió fue la primera 
instancia, porque los viejos Jueces contaron que efectivamente les pedían pero ellos decían que no; el 
propio CGP tiene un orden para no fastidiar al que debe cumplir. Entonces, tengo un orden establecido 
por ley precisamente para no trabar las relaciones. Por tanto, no puedo empezar con un genérico que 
me traba todo, si puedo comenzar por embargarle, por ejemplo, el violín Stradivarius que cuesta no sé 
cuánto. Podrán decir: "Sáquenme el violín pero déjenme funcionar como empresa, porque si me 
embargan no lo puedo hacer". El componente extorsión está claro. A mí me preocupa otra práctica. En 
el proyecto laboral por suerte se habla de la cesión de los créditos, pero existe un componente muy feo 
en materia laboral y es que los créditos se venden. En los accidentes de tránsito la gente los vende aun 
estando hospitalizada. Además, se sabe dónde y quiénes lo hacen. En realidad, lo que me parece más 
dramático es que el dinero no se sabe si llega efectivamente al trabajador. La intención es buena pero 
hay mucha cosa fea que está por debajo; se venden, todo el mundo sabe dónde y quién los compra. 


Esta información no se puede soslayar. Si ustedes me dicen que los acuerdos se hacen por fuera es, 
precisamente, para no dejar ningún rastro en el expediente. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑORA KLETT.- En Uruguay, por ahora, salvo que haya cambios habría que ver de qué forma idear 
esa norma, las personas no tienen obligación de demandar conjuntamente. A nadie se le puede imponer 
un litisconsorte; si quiere litigar solo, lo hace solo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros no queremos que litiguen juntos; que cada uno litigue 
individualmente. Lo que queremos es que todos los litigios que pudiera haber contra un buque, siendo 
individuales, se concentren en una misma sede, en función de la titularidad de la empresa. Cada cual 
puede litigar por sí y ante sí, pero el asunto es concentrarlos en una sede. 


SEÑORA KLETT.- Habría que hacer un esfuerzo importante para concentrar los litigios en una sede, 
pero hay objeciones de orden que las sucesivas leyes no han previsto. Sí se permite actuar a los 
trabajadores en conjunto, si quieren. ¿Cuál sería la razón de la acumulación? ¿Se debe a que tendrían 
contratos parecidos? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Responde a la titularidad del demandado. 


SEÑORA KLETT.- Para la ley, no alcanza con que se trate del mismo demandado, aunque reconozco 
que en derecho laboral se ha hecho un camino paralelo en ese sentido. Con esfuerzo, se puede leer en el 
sentido que manifiestan los señores Diputados, pero haciendo alguna argumentación, porque la unidad 
productiva es el buque; quiere decir que está en peligro su productividad, ya que el buque está varado 
semana tras semana o mes tras mes. ¿Se tiene claro de cuántos meses se trata? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tan claro se tiene que las demandas son muy elevadas y se suceden de la 
manera que se suceden; hay buques pesqueros a los que se abandona y quedan pegados al muelle. No 
quiero mentir, pero creo que tenemos casos de buques que han sido abandonados durante una década. 
Eso sí es un problema. 


SEÑORA KLETT.- Las personas reclamantes ¿serían trabajadores que cumplieron tareas en esa 
unidad productiva y que coinciden temporalmente cuando los despiden o no les pagan? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La hipótesis que estamos manejando es que no importa cuándo se realice el 
juicio, sino que cuando se realice, haya un fenómeno de atracción sobre una sede, que lo determina la 
empresa, que es el buque. ¿Por qué? Porque las empresas también vienen con varios buques con 
diferente titularidad de empresas. Entonces, nosotros queremos concentrarnos en la empresa y que el 
fenómeno de atracción sobre la sede corresponda a la empresa; de esa manera, el Juez que ya tiene un 
caso, se dará cuenta de cómo está viniendo el litigio, y así como nosotros en la ley debemos sopesar los 
bienes jurídicos en juego, el Juez tendrá que sopesar el problema con los instrumentos jurídicos que 
tenga. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 

——- Si no hay objeciones, se pasa a intermedio hasta la hora 15 y 30. 
(Es la hora 12 y 55) 

——- Continúa la sesión. 

(Es la hora 15 y 40) 


——— Quisiera informar que el Intendente de Rocha, señor Artigas Barrios, y el señor Diputado Cardoso 
solicitaron ser recibidos por la Comisión para referirse a un proyecto de ley que refiere a la transferencia de 


predios del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca al Instituto Nacional de Colonización, lo cual se 
coordinará oportunamente. 


SEÑOR MICHELINI.- Antes de recibir a los invitados del día de hoy quisiera hacer un planteo 
político. 


Quiero referirme a algo que no por ser público y notorio dejará de ocasionar un cambio significativo en el 
trabajo de todos nosotros. Como todos los miembros de este colectivo saben independientemente de sus 
procedencias, experiencias y participaciones políticas, el trabajo mancomunado en la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración se ha podido hacer, entre otras cosas, porque 
hemos contado con la estupenda colaboración de la señora Alma Fischer, que mañana cumplirá su último día 
como funcionaria de la Cámara de Representantes del Poder Legislativo. 


Todos sabemos que Alma siempre tuvo una gran contracción al trabajo, voluntad de colaborar, así como un 
enorme respeto y educación, lo que nos permitió hacer mejor nuestra tarea. Por medio de esta breve 
intervención quería hacerle un expreso reconocimiento a su persona y decirle que la vamos a extrañar mucho; 
sin perjuicio de que otros funcionarios entre ellos, la señora Castrillón la suplirán en su labor, será una grave 
pérdida para esta Comisión. Más allá del trabajo técnico y profesional, queremos destacar su buena 
disposición, su voluntad y sus ganas de hacer las cosas, colaboración indiscutible para todos los integrantes 
de esta Comisión. 


Quería hacerle este reconocimiento expreso que creo refleja el sentimiento de todos los miembros de la 
Comisión. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Suscribo todo lo dicho por el señor Diputado Michelini, con quien 
compartimos la integración de esta Comisión tan importante del Parlamento desde hace varios 
Períodos. 


Sin duda, Alma Fischer ha sido una Funcionaria Pública con mayúsculas. Muchas veces invocamos aquello 
de que el funcionario está para la función y no la función para el funcionario, y eso nunca estuvo mejor 
aplicado que en este caso. Aquí todos creo que interpreto a todos los Partidos nos hemos sentido cómodos y 
atendidos, tanto desde el punto de vista legal como del material que durante varios Períodos nos ha 
proporcionado Alma Fischer. Funcionarios como ella dignifican la función pública y hacen que sea más fácil 
desempeñar y desarrollar el trabajo, en este caso legislativo. Por lo tanto sin duda, vamos a sentir su falta, y 
creo que el Poder Legislativo también lo va a sentir puesto que me animo a decirlo sin ambages es una de las 
mejores funcionarias que he conocido en este recinto. 


Solo me resta decir que bien ganado está el descanso y que sin duda la veremos en esas vueltas de la vida. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Nosotros también suscribimos totalmente lo que se ha dicho; no podemos 
agregar nada más para señalar las virtudes y la calidad de funcionaria de Alma. Por lo tanto, me voy a 
limitar a contar una anécdota. 


Cuando llegué a la Cámara de Diputados para cumplir esta función, me tocó trabajar en esta Comisión, hablé 
con el ex Diputado Fernández Cháves, quien me dijo algo de lo que quiero dejar constancia. Él me dijo: "Si 
te toca trabajar en la Comisión de Constitución, tenés que saber que esa comisión tiene un alma; esa alma es 
Alma Fisher". Eso lo pude comprobar inmediatamente. Ella realmente enaltece a todo el funcionariado 
público y es un ejemplo de desempeño cabal, honesto y abnegado de la función, que a todos nos cae de la 
mejor manera. Su retiro nos provoca una gran emoción y lo sentimos como una pérdida muy lamentable, 
aunque la calidad de los otros funcionarios que van a estar aquí la va a mitigar en algo. 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- Si bien suscribo todo lo que se ha dicho, no puedo dejar de agregar 
algunas palabras porque hace unos cuantos años que vengo a esta Comisión, siempre como suplente 
del señor Diputado Orrico. 


No quiero dejar pasar la oportunidad sin expresar mi agradecimiento a Alma por su permanente colaboración. 
Cada vez que le he pedido algo, ha estado dispuesta a colaborar y siempre me ha ayudado. Así que realmente 


siento su alejamiento. Querría que siguiera, pero entiendo su derecho a descansar. Espero que disfrute esta 
nueva etapa de su vida; bien merecido lo tiene. 


Es así que le brindo mi reconocimiento. Muchas gracias, Alma. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- También quiero felicitar a Alma, agradeciéndole por todo lo que nos ha 
ayudado en la Comisión en mi caso, hace algo más de un año que estoy aquí, y desearle éxito en esta 
nueva etapa de su vida. 


Hace un rato le decía en broma que no la íbamos a dejar ir. Lo que sí quiero pedirle es que desde afuera de la 
Comisión nos ayude a que el Presidente cumpla la promesa que hizo hace unos meses de tener una reunión 
gastronómica, adonde podemos tributarle homenaje. 


(Hilaridad. Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hace muchos años que entré acá. Las palabras de reconocimiento en nombre 
de la bancada las hizo el señor Diputado Michelini, que es decano en esta Comisión trabajando con 
usted. Igualmente, quiero decir que apenas llegué acá aprendí una cosa: no importa la capacidad de los 
legisladores en las Comisiones si los Secretarios o Secretarias no están a la altura de los desafíos que 
tenemos en el trabajo. Y no voy a nombrar a nadie en particular porque nombrar a uno sería dejar en 
evidencia a otros y no es esa mi intención. 


Esta es la primera vez que me ha tocado trabajar con usted en los años que llevo aquí adentro y le puedo 
asegurar que, en mi experiencia personal, usted entra en la calificación de las mejores Secretarias que hay, y 
sé lo que estoy diciendo. 


(Diálogos) 


——— Ahora que se va, le digo que lo lamento por nosotros y me alegra por usted. ¡De verdad lo lamento por 
nosotros y me alegro por usted! 


Espero que disfrute enormemente, luego de estos cuarenta y un años de estar al servicio del Parlamento. 
¡Felicitaciones! 


(Aplausos) 
(Ingresan a Sala el señor Presidente del INAU y asesores) 


——— Tenemos el gusto de recibir al señor Presidente del INAU, doctor Javier Salsamendi, al Director del 
organismo, psicólogo Jorge Ferrando, al Director del Sistema de Ejecución de Medidas para Jóvenes 
Infractores SEMEJI, psicólogo Rolando Arbesún, y al Director de la Colonia Berro, maestro Diego Barboza. 


La reunión tiene dos motivos de convocatoria. Uno se basa en la nota que el 27 de abril cursaran a la 
Comisión los señores Diputados Borsari Brenna, Cersósimo, Cantero Piali y Abt, que refiere a "la grave 
situación generada por las continuas fugas y liberaciones forzadas de menores infractores acaecidas en los 
últimos años". En ese momento, la Comisión había acordado reunirse más adelante porque estábamos 
tratando otros temas. Una vez terminados los asuntos que la Comisión tenía a consideración, se decidió 
convocarlos para hoy. 


Como es de conocimiento del Directorio del INAUÚ, paralelamente hubo una Comisión bicameral que trató la 
situación de la seguridad pública, en particular, de los menores en conflicto con la ley penal. De ese trabajo 
surgieron una serie de recomendaciones que fueron aprobadas por la Asamblea General. 


Cuando el Directorio del INAU concurrió a la Comisión bicameral trajo un proyecto que planteaba la 
creación de un instituto de rehabilitación, que fue discutido con las autoridades del INAU en más de una 
oportunidad. La Comisión bicameral propuso a la Asamblea General la aprobación en forma rápida de los 
contenidos de dicho proyecto, y acordó que se recorrerían las etapas necesarias para la creación de un centro 


que se llamaría de responsabilidad penal. Se entendió que el proyecto presentado por el INAU era útil 
mientras se avanzaba en la conformación de ese instituto específico. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Damos la bienvenida a los miembros del INAU, especialmente a su 
Presidente, Javier Salsamendi, hombre de esta Casa, con quien compartimos el trabajo en esta 
Comisión. Ese trabajo pasa, entre otras cosas, por el control de legalidad que nos es imprescindible 
hacer a todos los miembros y, especialmente, a los de la oposición y de la gestión de los distintos 
organismos del Estado. 


Realizamos esta convocatoria por distintos motivos, entre ellos los que ha leído el Presidente, pero sobre 
todo, para tratar las políticas aplicadas a la minoridad infractora. No escapa a nadie que es un problema que 
tiene el país desde hace tiempo y que, evidentemente, no hemos podido solucionar. 


La grave situación que está enfrentando el país, sobre todo Montevideo, debido a la minoridad infractora, se 
ha venido agravando debido a la creciente participación de menores, principalmente en delitos graves y 
gravísimos. Esa participación muchas veces es impulsada por mayores de edad que, según información que 
he recibido, están en el ambiente del delito. Estos mayores impulsan a los más jóvenes para que realicen 
hechos ilícitos. 


Desde nuestro punto de vista, en estos años se ha dado un recrudecimiento importante de la acción de la 
minoridad infractora. 


Durante décadas el INAU ha hecho un gran esfuerzo atendiendo a menores que no infringen la ley, pero que 
han sido abandonados por sus padres; se trata de aproximadamente sesenta mil niños. Se trata de una tarea 
que el INAU ha encarado desde hace mucho tiempo en gran forma. Recuerdo que cuando yo era joven 
existían en Montevideo las casas cuna que recogían a los menores huérfanos o atendían durante algunas horas 
a los niños que sus madres, debido a razones laborales, debían dejarlos allí, y la atención era excelente. 


En los últimos años el INAU ha sido estigmatizado por la tarea que debe llevar a cabo de contención y 
rehabilitación de los adolescentes infractores. Entonces, se pasa de esa buena gestión que históricamente se 
ha hecho con los niños huérfanos, a una gestión deficitaria con los adolescentes infractores. 


Hoy por hoy el INAU ha sido estigmatizado debido a las acciones que ha llevado adelante, para las cuales, 
desde nuestro punto de vista, no fue creado, ni tiene las condiciones necesarias para desempañarlas. A los 
hechos me remito: en 2009 hubo aproximadamente mil fugas y en 2010, setecientas; el 50% de los detenidos 
eran reincidentes. Esa situación, expresada a través de tres datos, nos da la pauta de cómo puede percibir la 
población que hay una situación deficitaria y que no hay contención ni rehabilitación de los adolescentes 
infractores. Además, esta es la razón del artillero: si la persona que debe ser rehabilitada no está internada en 
un recinto adecuado, mal puede ser rehabilitada. 


En este período de Gobierno hemos recorrido un camino que ha marcado varios pasos. El señor Presidente de 
la República creó una Comisión interpartidaria para tratar, entre otras cosas, la seguridad pública. Entre los 
acuerdos alcanzados en la sesión del 24 de junio de 2010 entre el Poder Ejecutivo y los partidos de la 
oposición, un punto refiere a los adolescentes en conflicto con la ley penal. Dichos acuerdos disponen: "Más 
allá de los criterios que cada partido sostiene respecto a la imputabilidad, responsabilización y lugar de 
cumplimiento de la privación o limitación de la libertad ambulatoria dispuestas judicialmente las normas 
sobre tratamiento, rehabilitación e inserción social de los menores de edad en conflicto con la ley penal, y de 
la determinación del organismo público competente, se propone: [...] llevar adelante políticas que coloquen a 
la niñez y la adolescencia como interés superior de la nación, entendiendo que no son solamente el futuro de 
nuestra sociedad, sino también la base del desarrollo actual". Después, establece incrementar las escuelas de 
tiempo completo y rescatar niños y adolescentes en situación de calle. Luego, "in fine", establece: "Creación 
de un Instituto de Rehabilitación de los Adolescentes en conflicto con la ley penal como organismo 
especializado en la ejecución de las medidas dispuestas por la justicia, con el más alto grado de autonomía 
técnica.- El Instituto constará con personal capacitado e infraestructura edilicia acorde, con el fin de 
garantizar tanto el efectivo cumplimiento de la medida judicial privativa de libertad, como de asegurar un 
clima de respeto a los derechos humanos compatible con las necesidades efectivas de reinserción social de 
los adolescentes. Asimismo, se hará un efectivo seguimiento de las medidas socioeducativas sin privación de 
libertad determinadas por la justicia que suponen la permanencia del adolescente en su marco de convivencia 


familiar y comunitaria, incorporándolo a una rutina educativa obligatoria, de carácter personalizado y que 
gire en torno a la responsabilización del adolescente por la infracción a la ley penal". 


He leído este texto porque me parece muy rico en cuanto a las definiciones que ha adoptado el Poder 
Ejecutivo junto a la oposición. 


Sé que vamos a hablar de la creación del Instituto de Rehabilitación o el nombre que se le quiera poner en 
una segunda parte de esta alocución, pero tengo que preguntar al Directorio del INAU por qué no se han 
realizado estas políticas hasta ahora, desde la fecha en que fueron aprobadas por el Poder Ejecutivo y por la 
oposición. ¿Por qué las vamos a aprobar recién ahora? Estamos contestes en que más vale tarde que nunca, 
pero creemos que se podría haber realizado la creación de este instituto en forma rápida, lo que 
evidentemente no se hizo. 


Queremos saber cuál es la posición del INAU con relación a que al día de hoy este instituto no esté creado. 
Deseamos conocer si el INAU comparte o no la creación del Instituto de Rehabilitación de los Adolescentes, 
naturalmente, con un grado de autonomía importantísimo. En nuestra posición, dicho instituto debería ser 
independiente del INAU; eso lo hemos repetido hasta en el Período pasado, cuando presentamos el proyecto 
de ley, precisamente, para quitar al INAU ese estigma de tener que lidiar con una finalidad para la cual, desde 
mi punto de vista, no está capacitado en cuanto a su funcionamiento. 


¿Qué se ha hecho en cuanto al efectivo seguimiento de las medidas socioeducativas que se establecen en los 
acuerdos entre la oposición y el Poder Ejecutivo? Específicamente, se establece la realización de políticas y 
la contratación de funcionarios, etcétera, para realizar el efectivo seguimiento de las medidas socioeducativas 
sin privación de libertad. ¿Hay o no hay personal capacitado para tal fin? Si no lo hubiere, ¿se ha contratado 
o no personal para asegurar esos fines que no solo se establecen en los acuerdos entre el Poder Ejecutivo y la 
oposición, sino en la ley de creación del INAU? 


Desde nuestro punto de vista, podemos concluir que el sistema de internación ha colapsado; lo han dicho los 
Jueces de menores y los fiscales. Creo que el propio Presidente del INAU, antes de asumir, dijo que había 
que crear, por lo menos, ciento cincuenta o doscientas plazas más. Queremos preguntar si se han creado esas 
plazas para internar a los menores en conflicto con la ley penal y, si se ha hecho, ¿dónde están localizadas? 


No solo se trata de nuestra preocupación. El Jefe de Policía de Montevideo, Walder Ferreira, en su momento 
expresó su preocupación por la falta de contención de los menores en el INAUÚ. Dijo: "La Policía sale todos 
los días a buscar muchachos fugados, los detenemos y al poco tiempo volvemos a tener el problema en la 
calle". Realmente, comparto las expresiones del Jefe de Policía porque, desde mi punto de vista lo repetiré 
hasta por milésima vez, el INAU no está en condiciones de asegurar esta tarea. El señor Ministro del Interior, 
Bonomi, expresó: "Se cometen delitos que son graves" en cuanto a la minoridad, "se los detiene, se escapan y 
siguen haciendo lo mismo". 


Es decir que no es un problema de la oposición, sino que es un dato de la realidad. Hay que tomarlo como lo 
que es, como un dato, y tratar de implementar soluciones al respecto. 


En cuanto a otro capítulo, a los funcionarios y las fugas, ¿ha habido denuncias de que se suceden fugas con la 
connivencia de algunos funcionarios? No lo estamos afirmando; lo estamos preguntando. ¿Ha habido 
comprobaciones por parte del INAU respecto a que ha habido connivencia de funcionarios en cuanto a la 
fuga de internos? Cuando esas denuncias salieron a la luz, el propio Presidente del INAU declaró 
públicamente que se iban a iniciar investigaciones administrativas para corroborar si efectivamente esto 
sucedía o no. La pregunta es de cajón: ¿se han llevado a cabo o no las investigaciones a las que hizo 
referencia el señor Presidente del INAU? Si se realizaron, ¿qué resultado obtuvieron? Ha habido algún caso 
muy reciente de un interno que se fugó, sí con la connivencia de un funcionario; se trata de un caso más 
cercano en el tiempo. Supongo que la investigación de ese caso no estará pronta. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Está avanzada. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Si está avanzada, sería bueno tener alguna noticia al respecto. No 
quiero dar nombres; todos sabemos a quién me refiero. Según las informaciones que han aparecido, 


esta persona pagó una suma de dinero a un funcionario, a un guardia del INAU, para evadirse. No 
llevemos esto a casos particulares, ya que los ha habido a través de los años. 


Siguiendo con el tema de los funcionarios, creo que en otros países aunque no los haya visitado, he leído al 
respecto sí tienen institutos como el que vamos a aprobar en los próximos días. Me pregunto si en el INAU se 
está elaborando alguna política respecto de la instrucción del personal, sobre todo de seguridad; me imagino 
que dentro de los establecimientos debe ser una tarea difícil me hago cargo sin dudas de ello, pero debe tener 
una respuesta de la Administración. La tarea de instrucción debe ser imprescindible para el desarrollo y el 
éxito de la tarea. En caso afirmativo, me gustaría preguntar cuáles son esas políticas porque estoy convencido 
de que todos estamos de acuerdo en que las obligaciones del INAU están centradas entre la seguridad de los 
centros de internación y la recuperación de los menores, dos temas que van de la mano y que son 
absolutamente imprescindibles. 


Entre otras cosas, creo que es imprescindible cumplir cabalmente esto lo digo con el mayor grado de acción 
constructiva posible con la ley. Muchas veces, en nuestro país se dicen cosas y no se va a la fuente, que es la 
ley. Todos tenemos presente la Ley N* 15.977, de creación del Instituto Nacional del Menor, que tuvo 
pequeñas modificaciones semánticas en el tiempo. Su artículo 2” es claro, y establece: "El Instituto Nacional 
del Menor tendrá los siguientes cometidos, además de los expresamente asignados por otras leyes: A) Asistir 
y proteger a los menores moral o materialmente abandonados, desde su concepción hasta la mayoría de 
edad;- B) Realizar todas aquellas actividades que tengan por finalidad prevenir el abandono material o moral 
y la conducta antisocial de los menores; [...]". 


No voy a leer todo el artículo sino los literales que nos atañen, es decir, los relativos al control y al contralor 
de los menores en infracción con la ley penal. Más adelante, establece: "F) Ejecutar las medidas de seguridad 
que disponga la justicia competente a efectos de lograr la rehabilitación y educación de los menores 
infractores. [...]". 


Estos son los literales que se centran en los deberes que tiene este organismo tan importante para la vida de 
nuestro país. 


Me parece que el desborde al que hemos aludido hace que el INAU esté incumpliendo con las obligaciones 
legales que tiene y que hemos leído recién. Y con esto no estamos atribuyendo ninguna intención, señor 
Presidente y miembros del INAU. Simplemente, estamos tratando de colaborar en clarificar cuáles son las 
funciones que este organismo debe desempeñar en la vida política y social de nuestro país. Por lo tanto, la 
pregunta es si bajo el punto de vista del Directorio del INAU se está cumpliendo con lo indicado por la ley o 
se está en vías de cumplir con la totalidad de lo que la ley marca como obligaciones de este organismo. 


También queremos saber qué presupuesto tiene actualmente el SEMEJI, porque al no existir todavía el 
instituto de rehabilitación, el SEMEJI cumple las funciones de tal, en la práctica. Nosotros necesitamos 
conocer qué política se está aplicando respecto del presupuesto que se destina en forma interna a esta 
dependencia tan importante del INAU. 


Asimismo, nos gustaría preguntar al Directorio del INAU si considera que la dotación presupuestal que tiene 
es suficiente o no. Como todos sabemos, antes del Presupuesto Nacional, en esta misma Comisión y en la 
Cámara se votó una importante suma de dinero para el sistema carcelario no recuerdo si también para el 
INAU, lo cual fue solicitado por el Poder Ejecutivo y nosotros accedimos para lograr su mejoramiento. 
Queremos saber si al INAU le alcanza el presupuesto que tiene asignado, sobre todo para el SEMEJI, y cuál 
es, así como también si se necesita un refuerzo presupuestal para alcanzar esas políticas, en tanto no se 
conformen las instituciones que se han previsto para el futuro. Si pregunto si hay funcionarios del INAU que 
están siendo formados o si hay contratación de funcionarios para una labor específica como la de la seguridad 
en la interna de dichos establecimientos, es imprescindible saber si el señor Presidente y el Directorio del 
INAU cuentan con el presupuesto necesario para ello; estoy seguro de que la oposición hablo por mi Partido 
está dispuesta a otorgar para estos fines los medios que sean necesarios para que el Poder Ejecutivo pueda 
financiarlos. 


También vamos a entrar en la discusión de un tema que para nosotros es muy importante. 


SEÑOR BANGO.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Prefiero terminar y redondear el tema, señor Diputado. 


Estamos por entrar a un tema que es el de la conservación de los antecedentes de los menores infractores o la 
conservación parcial o la no conservación de ellos. La pregunta que voy a hacer al señor Presidente del 
INAU es si está de acuerdo o no con la conservación de los antecedentes en caso de los delitos graves y 
gravísimos. 


En nuestro Derecho Positivo está establecido un máximo de cinco años de internación para los menores en 
conflicto con la ley penal. ¿El señor Presidente y el Directorio del INAU estarían de acuerdo en establecer un 
mínimo de internación? Es sabido que nuestro Partido ha propuesto no ha sido aceptado, pero esa es otra 
discusión un máximo de diez años. Estoy preguntando si se estaría de acuerdo o no en que se obligue a los 
Jueces a un determinado mínimo de internación en casos de homicidio, violación, secuestro, etcétera, es 
decir, en casos graves o gravísimos de infracción a la ley penal. Hoy estamos ante muchos casos en los cuales 
son utilizadas ciertas medidas de internación que, por la gravedad de los hechos ilícitos cometidos, no se 
condicen con un mínimo de internación. Esa es nuestra pregunta para poder elaborar alguna solución legal 
que estamos pensando dentro de nuestro Partido. 


Finalmente, en cuanto a los traslados, quiero señalar que es público y notorio que ha habido una política a ese 
respecto bastante deficitaria del INAU, que ha posibilitado algunas fugas de internos que han cometido 
delitos graves. Yo me pregunto, y les pregunto a ustedes, ¿cómo es posible que en casos muy recientes se 
hayan realizado algunos traslados con un chofer y un acompañante, desarmados naturalmente porque son 
funcionarios del INAU, y sin custodia policial? Quisiera saber quién o quiénes autorizaban esos traslados, de 
quién dependían las decisiones de realizar traslados. Es la razón del artillero o una verdad de Perogrullo, 
porque es imposible realizar un traslado de personas que han cometido delitos graves o gravísimos en estas 
condiciones. La pregunta final es si se ha dispuesto que esos traslados sean realizados con mayor seguridad o 
con otras medidas de seguridad. 


SEÑOR BANGO.- Simplemente, quiero hacer una aclaración y no era mi idea cortar el desarrollo de 
la exposición del colega. 


En el Repartido N* 545 de mayo de 2011, en la penúltima página, donde se mencionan los artículos referentes 
al proyecto de ley de creación del instituto que está a consideración de esta Comisión, se plantea el 

artículo 328 de la Ley N* 18.719, que es la ley de Presupuesto Nacional, que dice: "Facúltase al Ministerio de 
Economía y Finanzas a habilitar para el ejercicio 2011 las partidas necesarias para la instalación y 
funcionamiento del Instituto de Rehabilitación del Adolescente Infractor" así se puso en el Presupuesto; 
todavía no tenía nombre "una vez sancionada la ley de creación". Este artículo fue votado por unanimidad, 
con el apoyo de todos los partidos; por lo tanto, podemos estar tranquilos, por lo menos desde el punto de 
vista de los recursos económicos, que a partir de 2011 el Ministerio de Economía y Finanzas está facultado 
para habilitar los recursos que sean necesarios. 


Simplemente, quería hacer esa aclaración. 


Gracias, señor Presidente y señor Diputado. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Agradezco al señor Diputado la información. Es verdad que lo votamos 
en el Presupuesto pero, igualmente, quisiera conocer la opinión del INAU respecto al tema 
presupuestal, porque es importante. Conocemos los Ministerios de Economía y Finanzas de cualquier 
Gobierno y hemos podido ver las tijeras que se usan en forma reiterada por dichas reparticiones del 
Estado. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Básicamente, ya ha sido manifestada por el señor Diputado Borsari Brenna la 
idea de esta convocatoria, que mucho valoramos y agradecemos. 


El propósito es tratar un tema que es prioritario para los uruguayos, en el que hay coincidencia, que es la 
seguridad pública, responsabilidad primordial del Poder Ejecutivo, función esencial del Estado. Dentro del 
tema de la seguridad pública, últimamente ha tenido una especial relevancia la inseguridad provocada por la 
acción delictiva de menores, sobre todo un incremento importante de delitos violentos y, en especial, de la 


rapiña, que genera una lesión sumamente importante en la sociedad, que está reclamando y clamando por que 
se encuentren soluciones al respecto. Por lo tanto, esta convocatoria tiene como propósito informarnos de 
primera mano acerca de las medidas, de los planes, de las políticas que se están pensando, que se están 
llevando a cabo, y hacer una evaluación de ellas con el fin de colaborar desde el punto de vista del marco 
legal y, también, de las responsabilidades que corresponden a cada uno. 


La opinión policial especializada en el tema que ha sido mencionada por el señor Diputado Borsari Brenna ha 
señalado reiteradamente la importancia de controlar la delincuencia y los actos delictivos cometidos por 
menores en función de una incidencia porcentual importante en la inseguridad pública. Si bien han existido 
Comisiones y reuniones de los partidos políticos por el tema de la seguridad inclusive, convocadas por el 
señor Presidente de la República, en las que ha habido coincidencias, se han ido postergando las medidas 
concretas o los marcos legales que se adapten a las actuales circunstancias. 


El señor Diputado Bango fue miembro informante en la última Asamblea General celebrada a este respecto, 
en la que, como medida propuesta por el Gobierno para encarar este tema tan importante, nos hizo la promesa 
de asegurar la reclusión y, valga la redundancia, el aseguramiento de los menores infractores en su reclusión 
para evitar la proliferación de actos delictivos y, sobre todo, atacar de lleno el problema de la reincidencia y 
la habitualidad en los delitos cometidos por estos menores. Pero las fugas y sobre todo los rescates que se han 
hecho de menores demuestran una falta de competencia total en el manejo de esta situación y un incremento 
de la temeridad con que están actuando impunemente en estas circunstancias; esto es lo que nos ha llevado a 
este intercambio de opiniones en esta sesión. 


Queremos destacar que el INAU, indudablemente, cumple y viene cumpliendo desde hace años una excelente 
labor en todo lo que tiene que ver con la infancia, los menores huérfanos, desamparados, desprotegidos, 
carenciados, y las políticas que se llevan con total éxito en esa materia, no así en lo que tiene que ver con la 
minoridad infractora. 


Por lo tanto, necesitamos conocer de primera mano, como en este caso, cuáles han sido los resultados en 
materia de rehabilitación para evitar la famosa puerta giratoria en lo que refiere a conductas delictivas. 
Además, queremos destacar las importantes obligaciones que tiene específicamente el INAU, no ya en los 
artículos que mencionó el señor Diputado Borsari Brenna, sino que yo haría hincapié en todo el capítulo VI, 
que precisamente tiene que ver, ni más ni menos, con lo relacionado con las políticas sociales referidas a la 
familia, al ambiente familiar, a la coordinación y a las políticas que indudablemente son las que más nos 
preocupan y que son aquellas que el legislador ha previsto para evitar este tipo de situaciones, y aun para 
controlarlas y encauzarlas en sus debidos términos. 


Entonces, a las preguntas que se acaban de formular que también son nuestras; nos reservamos la posibilidad 
de pedir alguna aclaración, ampliación o plantear otra inquietud relacionada con los hechos de pública 
notoriedad, queremos pedirles que nos den un enfoque veraz, integral de este problema y que nos informen 
acerca de las medidas y de los planes que tienen para dar una inmediata solución. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Quiero hacer algunas aclaraciones. 


En realidad, el viejo INAME, el Consejo del Niño, sí fue creado para este tema. En el año 1934, uno de los 
elementos fundamentales que exponía el Código del Niño era el control del binomio abandono infracción. La 
Ley N? 15.977, de 1988, que se mencionó, también le brindaba expresamente esta responsabilidad. El 
artículo 68 del Código de la Niñez y la Adolescencia, de 2004, modifica bastante la Ley N* 15.977 y, en 
particular, el artículo 2%, que se leyó, y el artículo 77 del CNA también impone esta obligación. 


El planteo de la posibilidad de separar lo que tiene que ver con los temas vinculados eventualmente a la 
infracción a la ley penal del resto del INAU tiene larga data. El primer proyecto que recuerdo que apuntaba 
en esa dirección se remonta a 1986 o 1987 y fue presentado por el ex Diputado Héctor Martín Sturla. 


En principio, vamos a hacer algunos breves planteos sobre las fugas y, luego, daremos la palabra al 
licenciado Arbesún y al maestro Barboza a efectos de que den respuesta a todas las preguntas que se han 
hecho. 


Es verdad que la prensa informa permanentemente sobre fugas. Tengo en mi poder algunas noticias que 
escogeré al azar. "El 5 de febrero se informa de la caída de una gavilla que robó [...]" determinada plata, 
"integrada por dos mayores y un menor [...].- El 6 de febrero, se informa de un infanto-juvenil rapiñero, 
detenido. Un peligroso infanto-juvenil de 17 años que se encontraba prófugo [...].- 2 de abril. Encarcelaron a 
seis autores de 48 robos y más de 12 rapiñas; tres cómplices menores de edad ante el Juez... Los tres 
menores, cuyas edades oscilan entre 15 y 17 años, se fugaron de Centros de Observación del Consejo del 
Niño, y pasan ante Magistrado.- 3 de junio. Asaltante de un taxista fue procesado.- 3 de setiembre. Infanto- 
juvenil autor de robos, preso, compinche fugó [...].- 27 de setiembre. Menor fugado de su hogar asaltó tres 
taxímetros [...]". Y puedo seguir. Estos datos son de 1981. Tengo los de 1985, que son una enormidad; los de 
1987; los de 1991, año particularmente complejo: el "Pelado", el "Chino", etcétera, fugas permanentes, 
rescates y escapes de traslados. Y antes de 1973 esto era casi una norma. Esto está muy documentado. En este 
caso, tomamos una sola de las fuentes. 


SEÑOR MICHELINI.- Abonando la línea argumental del señor Presidente del INAU, debo decir que 
el artículo 89 del Código de la Niñez y la Adolescencia, que se discutió dos veces en esta Cámara de 
1995 a 2000 y de 2000 a 2004, dice: "(Privación de libertad).- El régimen de privación de libertad 
consiste en recluir al adolescente en un establecimiento que asegure su permanencia en el recinto (...)". 
Esto refleja la situación endémica que todos los legisladores de aquella época vivíamos, en que el 
establecimiento no podía asegurar la permanencia en el recinto de los adolescentes privados de 
libertad. 


SEÑOR SALSAMENDI.- A los efectos de contestar algunas de las preguntas, voy a hacer alguna 
referencia al proyecto, pero no ingresaré en su tratamiento, como solicitó el señor Presidente. 


En el proyecto nosotros hablamos de responsabilidad y no de rehabilitación. ¿Por qué? Porque la palabra 
"rehabilitación" implica algo parecido a buscar que por acá entre una persona y por allá salga otra 
completamente distinta. Además, es un término propio de la psiquiatría, que habla de la habilitación y no 
habilitación o la rehabilitación desde un punto de vista psiquiátrico, y nosotros entendemos que tenemos que 
hablar de la responsabilidad frente al delito causado, porque rehabilitación puede necesitar mucha gente, no 
solo quien cometió un delito; en cambio, responsabilizarse por el daño que se cometió a otra persona solo 
debe hacerlo quien efectivamente cometió un delito. 


Hace días se generó una polémica por una frase que utilizamos con varios chiquilines y como no salió entera, 
quedó un poco rara y la voy a repetir acá. Nosotros compartimos que la absoluta mayoría de los gurises y las 
gurisas, de los adolescentes y las adolescentes que están en el sistema, en general, vienen de hogares muy 
pobres, con graves problemas, no han tenido precisamente las mejores oportunidades en la vida, etcétera. 
Todo eso es real, pero también es real que, más allá de eso, deben asumir su responsabilidad individual frente 
al delito cometido. Y lo que les hemos planteado es simple: acá se requiere también asumir la responsabilidad 
y un grado de voluntariedad para cambiar, pretender hacerlo; no alcanza simplemente con que otros intenten 
que alguien cambie. Y lo que dijimos a muchos no yo precisamente y no necesariamente con estos términos; 
yo intenté graficarlo fue: "Muchachos: si no hay cambios, lo que les espera es una bala o la cárcel". Por eso 
hablamos de responsabilidad, porque entendemos que el tema fundamental a trabajar es asumir la 
responsabilidad ante el hecho causado y la capacidad real de ponerse en el lugar de las víctimas. Y si no se 
logra esto, si no hay una responsabilización real por estos hechos, en realidad, la tarea de rehabilitación aun 
cuando entendiéramos que este es el término correcto sería, como mínimo, extremadamente difícil 


Se nos pregunta por qué no se llevó adelante determinado tipo de política. El acuerdo fue cerrado en agosto 
de 2010; nosotros asumimos en julio de 2010. En setiembre de 2010 presentamos el planteo y el proyecto en 
la Comisión de Presupuesto del Senado y nos pusimos a disposición de todos los señores legisladores. Allí se 
constituyó una Comisión de la Asamblea General y nuevamente trajimos el proyecto, ya articulado, en 
diciembre de 2010. Esto es lo que podemos citar cronológicamente y con rigurosidad en cuanto a lo que 
hemos hecho. 


No hemos llegado al año de gestión en verdad, parece bastante más tiempo: recién el 30 de junio asumimos 
ese día a la hora 18 se cumplirá el año. Téngase presente que, por lo menos por lo que surge de la página web 
del Ministerio del Interior quizás haya algún tipo de error: en aquel tiempo no hicimos un seguimiento 
concreto, el acuerdo figura como confirmado a mediados de agosto del año 2010. Entonces, desde una 
perspectiva política, era inevitable que el Directorio del INAU esperara a que se produjera el acuerdo 


multipartidario efectivo, real, concreto, a los efectos de plantear o proyectar cualquier tipo de acción en esta 
materia, por una razón elemental. Si hubiéramos propuesto algo y luego el resto del sistema político o de los 
partidos con representación parlamentaria hubiesen entendido que la vía era otra, habría sido una pérdida de 
tiempo, de dinero, etcétera. De todos modos, se hicieron algunas cosas que luego iremos explicando. 


La pregunta de si se comparte o no este planteo, la respondemos concretamente con el proyecto de ley que 
presentamos, donde está manifiesta, especificada, rotunda nuestra opinión con respecto a qué se piensa desde 
la perspectiva del Directorio. 


Con relación a ciertos planteos de algunos jerarcas policiales, podemos responder que el Ministerio del 
Interior es corresponsable del sistema. La custodia externa del sistema le corresponde al Ministerio del 
Interior: este proyecto de ley lo deja más claro, blanco sobre negro. Sinceramente, no quisimos plantear en el 
proyecto en todo caso, si se quiere, lo dejamos como una sugerencia que no existe en el Uruguay 
absolutamente ninguna norma legal, y obviamente tampoco normas constitucionales, que señale que el 
Ministerio del Interior tiene la custodia externa de los centros de privación de libertad, hoy del INAU, en otro 
momento del INAME, el Consejo del Niño o aquello hacia lo que eventualmente podamos ir. Me parece una 
carencia muy grave de la legislación nacional que absolutamente ningún artículo concreto, en ningún lugar 
señale esto. Entendemos que necesariamente este es un tema que debe cubrirse en nuestro país desde el punto 
de vista legal. 


En la actualidad, hemos logrado incrementar nuestro nivel de coordinación con el Ministerio del Interior, yo 
diría, que prácticamente como nunca ocurrió antes. Estamos trabajando muy bien en conjunto; obviamente, 
nos llevó un tiempo hacerlo. En estos días, en el marco de la Colonia Berro, el control policial a caballo y con 
el plantel de perros nos está dando resultados extraordinarios desde el punto de vista de la seguridad externa. 
Luego se explicará el efecto que esto ha tenido en la tarea interna, en la perspectiva de trabajo socioeducativo 
al interior de cada uno de los centros. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- ¿Me permite? 


Me quedé pensando en la afirmación que acaba de hacer el señor Presidente del INAU sobre que no existe 
ninguna norma que establezca que el Ministerio del Interior tiene competencia para brindar la custodia 
externa. Yo creo que existen todas las normas que atribuyen la responsabilidad de la función esencial del 
Estado al Poder Ejecutivo y la distribución de competencias entre los Ministerios. En ese sentido, esta 
responsabilidad recae indudablemente en el Ministerio del Interior. Y sucede al revés de lo que se dijo: el 
Código de la Niñez y la Adolescencia limita la intervención policial de lo contrario, tendría competencia en 
lo referente a menores y adolescentes infractores. Pero existe una responsabilidad directa, asignada por ley al 
Poder Ejecutivo a través del Ministerio del Interior, limitada por las competencias específicas que tiene el 
INAU en cuanto al trato directo y la reclusión de los menores. Es decir que tiene la competencia limitada, 
específicamente en algunos casos para el manejo de la seguridad de los menores. O sea que existen las 
normas y esta función es de competencia directa del Ministerio del Interior y del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Sería largo el planteo a efectuar. Es notorio que las tareas vinculadas 
específicamente a custodia externa de los centros en estos casos de privación de libertad por 
resoluciones adoptadas por la Justicia competente requieren normas específicas. En ningún lugar del 
mundo son una competencia residual general de las obligaciones en materia de seguridad. La tarea de 
custodia y de control externo, siempre requiere de normas concretas y específicas que el Uruguay no ha 
desarrollado. En ese sentido, el ejemplo más claro lo tenemos al momento en que se determinó que la 
custodia externa de los centros de privación de libertad de adultos estaría a cargo de efectivos de las 
Fuerzas Armadas y se estableció un estatuto específico que determina cuál es la función de custodia, 
hasta dónde puede llegar, etcétera. 


(Diálogos) 


——— Por ende, estamos convencidos que sería muy importante pare el Uruguay establecer normas 
específicas que determinen su competencia en la materia y sus obligaciones, más allá de las normas generales 
que le asignan competencias en materia de seguridad al Ministerio del Interior y dentro de él a la Policía. De 
todos modos, no es un tema para polemizar, simplemente quería dejar planteada esta inquietud. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Para arrojar un poco más de luz sobre el tema quisiera que se me 
explicase si los funcionarios policiales pueden ingresar a las dependencias del INAU... 


SEÑOR SALSAMENDI.- Eso no es lo que se estaba planteando. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Entonces, quisiera saber si la guardia perimetral podría, eventualmente, 
ingresar o no. 


SEÑOR SALSAMENDI.- No he planteado eso. 
SEÑOR GARINO GRUSS.- Quisiera realizar un aporte. 


Hace un tiempo cursé un pedido de informes si bien llegó un poco tarde agradezco que se me haya enviado 
sobre la situación del INAU y los centros de privación de libertad y su seguridad. Quisiera leer un pasaje 
breve que señala lo siguiente: "Aunque los funcionarios policiales, que realizan la guardia perimetral externa, 
se hayan munido de sus armas de reglamento, está prohibido su uso y su entrada a los centros está 
fuertemente limitada.- Solo pueden acceder a estos, cuando se les solicite y en situaciones fundadas, que 
siempre, sin excepción, deben ser comunicadas y explicadas a los niveles de dirección por aquellas 
direcciones de centros que hayan evaluado como necesario la convocatoria a la guardia policial". Y se señala 
que efectivamente hay guardia perimetral en unas garitas. Quería aclarar esto porque me parecía importante. 


Los integrantes del INAU me manifestaron que la guardia perimetral está, aunque parece que no es la 


adecuada esta es mi opinión personal, aunque cuando se le solicita, dicha guardia entra a las dependencias del 
INAU. 


SEÑOR SALSAMENDI.- De la respuesta surge claramente que son resoluciones internas del Instituto 
las que regulan parte de este tema. Además, el problema planteado no es necesariamente el hecho de si 
ingresan o no en situaciones que pueden darse de desorden, de motín, etcétera sino que, precisamente, 
la tarea es la de custodia externa, de control de evasiones. En este aspecto existen resoluciones y un 
tema vinculado a la responsabilidad general que tiene el Ministerio del Interior en materia de 
seguridad, pero no existe legislación específica y concreta sobre ese punto. La idea no es generar una 
polémica sobre este tema sino simplemente dejarlo como preocupación. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera apoyar lo expresado por el señor Presidente del INAU. 


Lo que señaló el señor Salsamendi no es nuevo, lo dijo en la sesión del 9 de diciembre de 2010 en la 
Comisión especial para el análisis de la legislación relativa a los temas de seguridad pública y en especial de 
los adolescentes en conflicto con la ley penal de la Asamblea General. No es que la policía no esté; la policía 
y por ende el Ministerio del Interior no lo asumen como cometido propio. Eso es lo que se ha dicho. Como lo 
tiene como agregado no lo considera prioritario y esto no es de ahora sino de siempre. El Diputado Posada 
me señalaba que tanto es así que lo incorpora como servicio 222. Eso es lo que el señor Presidente del INAU 
dice y, además, todos sabemos que es así. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Me interesa remarcar expresamente que hemos tenido avances realmente 
muy importantes, niveles de coordinación y colaboración extraordinarios con el Ministerio del Interior 
en esta materia, bajando el número de efectivos que dependen del pago del servicio 222 y estableciendo 
guardias de carácter permanente, en particular, en el marco de Colonia Berro pero con tendencia a 
extenderse a todo el sistema. 


Se nos preguntó qué presupuesto tiene el SEMEJI. Uno de los problemas es que esa respuesta técnicamente 
es imposible darla a cabalidad porque el presupuesto del SEMEJI está dentro de la gran bolsa de todo el 
presupuesto del INAUÚ. Si bien existe un rubro contable del programa o del subprograma Seguridad que en 
realidad empieza a funcionar a partir del presupuesto quinquenal 2010-2014, todavía no está en todos sus 
términos porque la comida, los vehículos, el consumo del combustible se determinan centralmente. Las 
compras en general se determinan centralmente y surge del rubro inversiones generales que tiene el INAU en 
el caso de reparaciones o construcciones que se deba realizar, o del rubro gastos, incluso, del rubro cero en lo 


que tiene que ver con las retribuciones. Hemos venido avanzando en separar contablemente esto a partir de la 
creación de uno de los cuatro programas que en relación a esta Institución, Inciso 27 del Presupuesto, 
resolvió la Ley de Presupuesto pasada, valga la redundancia, pero le diría que hay muchos ítems en los cuales 
todavía el desglose en su detalle más específico resulta difícil de hacer. Por eso para nosotros también este 
proyecto tiene una importancia fundamental porque precisamente permitiría, de aprobarse, asignar un 
presupuesto concreto, específico y exclusivo al rubro vinculado a las medidas socioeducativas privativas o no 
privativas de libertad. Esto implicaría un avance fundamental no solo para el funcionamiento de lo que hoy es 
SEMEJI sino también para el funcionamiento del resto del INAU. Permitiría diferenciar claramente qué tiene 
cada parte. Por ejemplo, en primera infancia, en la construcción del plan CAIF así como de los centros 
diurnos, tenemos claramente establecido cuánta es la plata que contamos por año en el rubro inversiones. 
Además, en este caso concreto, lo maneja la Corporación Nacional para el Desarrollo y no directamente 
nosotros. Por lo tanto, el nivel de planificación es mucho más sencillo y eficiente de poder realizarse que en 
los casos en que hay una bolsa común, llamémosle, y por eso buena parte del proyecto insiste en determinar 
esta diferenciación. 


Respecto a si la dotación hoy es suficiente, podemos decir que no, y precisamente por eso está planteada la 
posibilidad de dotar de recursos específicos a esta área en el rubro inversiones. Aparte de la necesidad de 
nuevos inmuebles, creemos imprescindible mejorar las inversiones en lo que refiere a la locomoción así 
como en materia de tecnología, en cuestiones tan simples como la de manejar controles por videocámaras al 
interior y al exterior de los establecimientos sistema que se usa en casi todos los lugares del mundo que más o 
menos les va bien en esto no solo a los efectos de la seguridad en relación a los internos sino incluso a la 
aclaración de eventuales hechos que pudieran suceder en el interior de los propios establecimientos. Este 
sistema facilitaría mucho el control y hasta la investigación de algunos hechos que eventualmente pudieran 
darse, además de operar como factor disuasivo en esos casos. No voy a abundar porque está en la exposición 
de motivos y fue vastamente explicado por nosotros en ocasión de la convocatoria de la Comisión respectiva 
de la Asamblea General. 


Me olvidaba de un hecho que tendría que haberlo dicho al principio. El director Dardo Rodríguez debido a 
obligaciones propias del Instituto se encuentra en el exterior. Obviamente hubiera querido estar acá pero 
creímos necesario responder inmediatamente a la convocatoria realizada y lógicamente dejamos constancia 
de su total acuerdo con todo lo que en este caso se va a presentar. Sinceramente, hubiéramos deseado 
fervientemente que pudiésemos estar presente lo que también era su intención. 


Con respecto a los antecedentes, no hemos desarrollado una posición, simplemente porque entendemos que, 
hasta donde pudimos analizar este asunto, no tiene ningún efecto sobre el derecho relativo a las infracciones 
vinculado con los adolescentes, sino en el derecho penal de adultos. Por lo tanto, no es materia que 
estrictamente nos corresponda, por lo menos, según pudimos ver en los proyectos existentes. Si no 
entendimos mal, lo que se plantea es mantener los antecedentes todos o algunos; francamente, no sé en qué 
está la discusión de los delitos eventualmente cometidos por menores de dieciocho años bajo las normas del 
Código de la Niñez y la Adolescencia y poder aplicarlos en caso de que cometan delitos cuando tengan más 
de dieciocho años y sean castigados por el Código Penal. 


Si esta interpretación es la correcta, en realidad, desde el punto de vista orgánico, nuestro Instituto no tiene 
nada para decir, porque, reitero, que es un elemento que refiere, exclusivamente, al derecho penal. 


Con relación a los máximos y a los mínimos, tenemos una postura que planteamos diría que no con mucho 
énfasis, porque no era el tema por el que se nos había invitado cuando fuimos convocados por la Asamblea 
General y que reiteraremos aquí, porque tenemos la convicción absoluta de que Uruguay debe ir hacia la 
construcción de un Código de responsabilidad penal adolescente, estableciendo con claridad figuras y 
codificaciones que separen este tema de la globalidad del Código de la Niñez y la Adolescencia, tanto en lo 
que denominaríamos las normas penales de fondo como en las normas procesales que al respecto se apliquen. 


En aquella oportunidad, también señalamos la dificultad que entendemos que existe en Uruguay para la 
aplicación de normas del Código General del Proceso a un proceso de naturaleza eminentemente penal, como 
ocurre en los casos de infracción a la ley adolescente. Por ende, entendemos que este debería ser un elemento 
de análisis. 


También consideramos imprescindible que se establezcan franjas de imputación distintas, de responsabilidad 
distinta, entre los trece y los quince años y entre los dieciséis y dieciocho años. Todo esto lo expresamos en 


ocasión de nuestra presentación ante la Asamblea General y es lo que, en definitiva, volvemos a plantear. 


En cuanto a los funcionarios, a las fugas, etcétera, y a si ha habido connivencias o no, no trajimos los 
números ahora, pero los acercaremos a la Comisión. No obstante, resulta claro que el número de 
investigaciones y aun de destituciones en el sistema vinculado con lo que hoy es el SEMEJL, desde que 
asumió este Directorio, ha aumentado inmensamente. Esto no nos alegra, pero es una realidad. Tenemos 
números concretos al respecto; lamentablemente, hoy no los trajimos, pero nos comprometemos a hacerlos 
llegar a todos los señores Diputados. 


Con relación a algunos hechos recientes, queremos decir lo siguiente. Siempre se realiza la denuncia policial, 
que es exactamente lo mismo que hacer la denuncia penal, porque, como todos los señores Diputados saben, 
ante un hecho delictivo determinado, uno puede presentar su denuncia ante el Ministerio del Interior en la 
seccional que corresponda o, eventualmente, ante la Justicia penal competente. Absolutamente siempre se 
hace la denuncia en el Ministerio del Interior; por lo menos, claramente, esta ha sido la política que hemos 
venido aplicando no he rastreado los antecedentes desde el 30 de junio del año pasado. Sin duda, hemos 
venido mejorando; en otros términos, hemos venido apretando duramente este asunto y lo seguiremos 
apretando. 


Uno puede definir responsabilidades desde el punto de vista de la gestión de hecho, en algunos casos, las 
hemos definido y hemos provocado las sustituciones correspondientes, y tenemos otras en carpeta que serán 
resueltas en breve, estrictamente, desde el punto de vista del formato, pero establecer responsabilidades 
individuales que determinen imputación penal, es otra cosa: uno debe tener pruebas que apunten a personas 
específicas, concretas y determinadas, más allá de la responsabilidad política y de la gestión que, 
eventualmente, puedan tener. 


En ese sentido, el Instituto tiene un problema: nosotros tratamos con hechos de naturaleza criminal, casi 
constantemente por lo menos, en el caso de SEMEJI, pero somos civiles, y no tenemos ninguna de las 
potestades que tienen el Poder Judicial ni el Ministerio del Interior. O sea que no podemos hacer detenciones; 
podemos llevar adelante determinado tipo de investigaciones en el marco del derecho administrativo común, 
pero no podemos hacer conducir a nadie so pena de ser arrestado ni podemos tener testigos encubiertos. 


Tenemos las mismas posibilidades que tiene el resto del Estado, en aquellas funciones que no corresponden 
al Poder Judicial ni al Ministerio del Interior. Pese a ello, hemos avanzado bastante en estos últimos tiempos, 
obviamente, apegados a la ley, y hemos presentado, en varias oportunidades, denuncias penales ante los 
Juzgados Especializados en Crimen Organizado. ¿Por qué? Porque, en realidad, la nueva competencia no tan 
nueva, aunque en Uruguay, es relativamente nueva; creo que está desde el año 2008 establece que la evasión, 
si no es comprobada, o, por lo menos, si no hay indicios fuertes de que se produjo, no ya con ayuda o con 
facilitación, sino, además, incluyendo un pago, no es competencia de los Juzgados Especializados en Crimen 
Organizado. 


Solo cuando pudiera existir alguna posibilidad real, con carácter de indicio en los términos en los que el 
derecho penal lo define en concreto, el Código Penal y, fundamentalmente, el Código del Proceso Penal, se 
puede presentar denuncia ante los Juzgados Especializados en Crimen Organizado. Hemos avanzado en 
establecer un esquema con los señores magistrados de los Juzgados Especializados en Crimen Organizado en 
el mismo sentido que hace poco tiempo establecimos un esquema para los casos vinculados con eventuales 
delitos de prostitución infantil, esto es, operar del mismo modo que opera la policía. O sea que una vez que se 
tiene un indicio determinado, los ponemos en conocimiento vía telefónica de los hechos que tenemos, a la 
hora del día o de la noche que sea a quien esté de turno y, eventualmente, nos ponemos a las órdenes para la 
continuidad de la investigación. 


Estamos convencidos de que esto nos dará una eficiencia infinitamente mayor ya nos la ha dado en la 
posibilidad real de poder detectar responsables concretos de los hechos que eventualmente ocurran. 


Estamos esperando algunas resoluciones y, obviamente, no podemos adelantar detalles específicos de las 
investigaciones que se están realizando. Por supuesto, hemos puesto en manos de la Justicia todos los 
elementos que tenemos. En estos días hoy o mañana se llevarán a cabo actuaciones, y esperamos que nos 
permitan arrojar luz sobre algunos de los casos, entre otras cosas, porque estamos convencidos de que la 
gente ha sentido el cimbronazo. Por lo tanto, esperamos que se puedan confirmar algunas de las evidencias o 
pruebas que presentamos; obviamente, la Justicia definirá si fueron suficientes o no. 


En ese sentido, tenemos algunas convicciones, teniendo en cuenta algunas evidencias que pudimos recoger. 
Francamente, creemos que eso significa esperamos que funcione como un aviso muy claro que no toleramos 
ninguna clase de "joda" de ese tipo, ni de ningún otro. Por lo tanto, en todos los casos, vamos a ir a fondo con 
las investigaciones, obviamente, teniendo en cuenta nuestras potestades y posibilidades. 


Por otra parte, la instrucción del personal de seguridad es un problema que el Uruguay, como Estado, 
lamentablemente, nunca resolvió, y yo diría que es buena parte del problema. Obviamente, se requiere como 
se señalaba, y coincidimos plenamente una formación y una capacitación muy particular para este tipo de 
trabajo. 


En este momento, el Instituto está trabajando con adolescentes que, en algunos casos, tienen antecedentes de 
delitos muy graves. Algunos establecimientos como dicen algunos Directores y funcionarios se parecen a un 
penal, debido a que los internos tienen un gran listado de delitos cometidos y un largo historial de pasajes por 
distintos establecimientos. Además, algunos mayores de 18 años, que ya pasaron por el COMCAR y por el 
Penal de Libertad, fueron devueltos al INAU para cumplir los saldos de sentencia que les restan en nuestra 
institución, lo cual, como se imaginarán, genera enormes problemas de manejo interno. Más adelante, 
quienes me acompañan abundarán en ese tema, si alcanza el tiempo, pero es un problema muy serio. 


En ese sentido, creemos imprescindible está planteado en el proyecto y estamos trabajando en ello, aunque 
dependemos de la capacidad locativa, por razones obvias aunque no es necesario para todos los casos, la 
separación de los mayores de 18 años de los menores de edad. Por supuesto, muchas de las cosas que 
tenemos para hacer dependen de la aprobación del proyecto, y, a su vez, del presupuesto que se tenga en esta 
materia que, en este caso, no será de manejo del Directorio de INAU, sino de los eventuales integrantes de la 
Comisión delegada que se cree 


Además, adelanto que compartimos el amplísimo nivel de autonomía que se le da; el proyecto plantea una 
autonomía absoluta a dicha Comisión y le transfiere la titularidad de todos los poderes jurídicos que tiene el 
Directorio, quien se desprenderá de ello. Por lo tanto, en los hechos, más allá del formato jurídico, esto 
implica la creación de una institución dentro de otra institución. Por supuesto, no se me escapan los aspectos 
que se señalaron, y no estoy intentando hacer una chicana ni una jugadita menor pero, objetivamente, hay una 
transferencia total de los poderes. 


Inclusive, quisiera decir, sinceramente, que teníamos una duda en cuanto a si había que establecer a texto 
expreso en el proyecto que los integrantes de la Comisión delegada tendrán las atribuciones que otorgan los 
artículos 26 y 27 del TOCAF, es decir, que serán ordenadores primarios del gasto. Nosotros entendemos que 
por la vía de la delegación de todas las facultades, esa estaría incluida. Sin embargo, creo que no estaría de 
más lo planteamos como una sugerencia establecerlo a texto expreso. Me refiero a que dentro del 
Presupuesto del INAU se asigne otro, exclusivamente, para el desarrollo del Instituto de Responsabilidad 
Penal Adolescente o como finalmente se denomine, a los efectos de que sea ordenador primario del gasto 


Esto es, precisamente, para evitar trabas burocráticas y concederle un real manejo del sistema. Además, si le 
decimos: "Te doy determinado presupuesto para que manejes esto, pero me tenés que pedir el dinero cada vez 
que tengas que hacer algo", va a ser difícil que tenga posibilidades reales de llevar el trabajo adelante. 


SEÑOR POSADA.- Creo que este punto que abordó el señor Presidente del INAU constituye una de 
las preocupaciones que tenemos respecto al proyecto de ley que se está considerando. Digo esto, porque 
lo que estamos por crear tenemos en cuenta el énfasis que pone el Presidente del INAU; además, así se 
manifestó, inclusive, en las distintas instancias de la Comisión de la Asamblea General es una unidad 
desconcentrada. En realidad, se pensó en crear una unidad en el INAU a cuyo frente estuviera una 
Comisión especial delegada lo de especial viene de las referencias en el marco de lo departamental, que 
fuera, entre otras cosas conversamos con el señor Diputado Bango hace un rato en cuanto a que se 
hiciera una especial mención en ese aspecto ordenador primario del gasto, porque hace a la gestión. De 
otra manera, si le damos a dicha Comisión una serie de atribuciones, pero, en materia de gasto, las 
decisiones tienen que pasar por el Directorio del INAUÚ, estamos exactamente en lo mismo. Por lo tanto, 
se trata de fijar un presupuesto y que esta Comisión tenga la capacidad de ejecutarlo. Entonces, me 
parece que debemos tener especial cuidado en ese aspecto cuando redactemos, en particular, los 
artículos 1* y 2” del proyecto. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Estoy completamente de acuerdo; entendemos que debería ser agregado al 
artículo 2” inclusive, tenemos una redacción alternativa, pero como entendemos que la idea quedó 
clara, ustedes decidirán si consideran necesaria su incorporación a texto expreso. 


Para hablar sobre los otros temas que se plantearon por supuesto, si quedan cuestiones sin responder, 
obviamente, volveremos sobre esos aspectos solicito que se le dé la palabra al maestro Barboza, actual 
Director del centro cerrado Programa Colonia Berro como se lo conoce y futuro Director de todos los 
programas de privación de libertad. 


Se trata de unificar, en un mando único, parte de los problemas que tenemos. Cuestiones como la diversidad 
en el mando y el acatamiento concreto de la disciplina y de los protocolos en materia de seguridad son parte 
de las cosas en las que venimos trabajando muy duramente para que se cumplan. 


Quiero tomar las palabras de los actores judiciales, doctores Daniel Sayagués y Gustavo Zubía, que 
representan a las dos partes del proceso: el doctor Sayagués es Defensor de Oficio, y el doctor Zubía, 
integrante del Ministerio Público y Fiscal. El doctor Sayagués, luego de haber expresado, a inicios de este 
año, su preocupación por las fugas, etcétera, ha señalado con absoluta claridad que hubo una reducción 
tajante y notoria de las fugas existentes y de la reincidencia. 


También quiero tomar las palabras del Fiscal Zubía más allá de no compartir todo lo que él realiza, quien dijo 
que se había mejorado muchísimo, que notoriamente existe un cambio, pero que todavía no es suficiente. 
Nosotros estamos de acuerdo con esa conclusión. Y pese a que existieron algunos episodios que nos enojan, 
molestan y entristecen por algunas de las consecuencias ocurridas en estos últimos días, vamos a demostrar 
que, en este momento, el sistema tiene el índice de fugas más bajo que se recuerde desde que se tienen 
estadísticas, que continuamos en ese camino y que, como no tenemos todas las condiciones para hacerlo, está 
planteado este proyecto. 


En el Uruguay, nunca se dieron las condiciones para que este tema se desarrollara como se debía. Siempre se 
lo consideró un tema menor, inclusive, en el plano de la seguridad. Esto yo lo he dicho, y sé que algunas 
expresiones no resultan simpáticas, inclusive, en el propio Poder Ejecutivo. Saben que estoy inhibido de 
realizar política partidaria por mandato constitucional, pero, como siempre digo, todos saben de dónde vengo, 
y, por lo menos, a dónde estoy convencido de que volveré y, en este caso, quizás, estoy atacando a una parte 
de ese sector político, pero yo lo he planteado con claridad: cuando se trató la emergencia carcelaria, este 
tema quedó afuera, y eso es una demostración de que el Uruguay, hasta ahora, no había terminado de asumir 
la situación 


Nos alegramos profundamente de este proceso que se está dando, porque, en mi opinión, todo el Uruguay, el 
Estado uruguayo no importa de quién se hable, nunca le dio a este tema la trascendencia que tiene, pero, 
sobre todo, no brindó los instrumentos necesarios para desarrollar la tarea como se debe. Eso es claramente 
así. 


Entonces, señor Presidente, pediría que se cediera el uso de la palabra al psicólogo Arbesún. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de ceder la palabra al psicólogo Arbesún, quiero dejar constancia de 
que cuando agendamos nuevamente la reunión con el señor Presidente del INAU había sido fijada para 
el viernes pasado, y ese mismo día nos pusimos en contacto para coordinarla nuevamente, él solicitó 
que se hiciera la semana que viene dado que el Director Dardo Rodríguez, quien tenía intenciones de 
asistir, iba a estar fuera del país, pero me pareció de orden no postergarla más, por lo que le pedí para 
hacerla hoy. 


SEÑOR ARBESÚN.- Gracias por la invitación. 


Quiero hacer una precisión preliminar que creo importante, antes de pasar a los datos que va a presentar el 
maestro Diego Barboza: las fugas o, mejor dicho, rescates de adolescentes que se han dado, se pueden contar 
con los dedos de una mano y sobran dedos. Desde que ingresé al SEMEJI, en octubre de 2009, se han 
producido dos. El primero se dio sobre finales de noviembre, en el centro Desafío, donde, a partir del 
incumplimiento de un procedimiento, claramente establecido, de acceso al centro, cinco adolescentes 
armados neutralizan a una policía desarmada que efectuaba el servicio 222. En función de la captura de esta 


funcionara policial, logran avanzar a la zona inmediata donde estaban los adolescentes haciendo deporte. 
Unos diez minutos después del episodio, me presenté en Desafío ubicado en Chimborazo casi Rifleros, y en 
el término de unos diez días convertimos al centro en un búnker, es decir, que usted hoy puede tomar al 
policía de rehén, pero igual no podrá entrar. Se transformó todo el esquema interior de seguridad al extremo 
de que no hay posibilidad de avanzar hacia donde están los adolescentes, porque el que lo intente siempre va 
a quedar atrapado en una lógica de anillo de seguridad. Ese es el primer caso que tuvimos de rescate de 
adolescentes. 


El último fue el famoso o no tan famoso caso de el "Talibán". De forma inmediata esto responde parte de la 
pregunta que se hizo dimos la orden de que no realizar ningún traslado sin que previamente el equipo que 
dirijo en Gerencia del SEMEJI evaluara la pertinencia o no de la custodia policial. Esto es algo que puedo 
hacer ahora que estoy en esta posición. Esta coordinación con el Jefe del GEPP funciona de manera 
automática, no importando la hora del día o de la noche. Y les hago un breve relato que aconteció en el centro 
Puertas, ubicado en Burgues casi Luisa Luisi. Era la hora 2 y 30 del sábado, había ruido de perros y gatos. 
Salimos a ver qué pasaba. Había una moto con tres integrantes en una actitud sospechosa. Luego de una 
llamada inmediata al GEPP, tuvo lugar la captura de dos de los individuos y el reposicionamiento del grupo 
GEPP en toda la zona del centro Puertas. Es decir, que funciona automáticamente, sin importar la hora, el día 
o la situación. 


Todos los traslados son informados a mi persona, evaluados por el equipo que tengo en Gerencia y en 
coordinación con los Directores. Y la responsabilidad de lo que acontezca allí es absolutamente mía, que soy 
el que finalmente dice si se coordina la custodia o no. 


Este es un episodio absolutamente menor, por más que nos enseñó varias cosas. Cambiamos el esquema de 
seguridad de los diferentes centros, y eso incluye la Colonia Berro. Y cuando uno habla de "cambiar el 
esquema de seguridad" no solo se refiere a cambiar el esquema físico o espacial de la seguridad, sino las 
rutinas de actuación para el cumplimiento de las normas de seguridad. 


Yo digo a los funcionarios que podemos tener un búnker en nuestra casa, pero si nuestra rutina de acción es 
débil, la posibilidad de que nos entren es muy alta. Estos procedimientos de seguridad, que han sido 
protocolizados por primera vez en la historia del SEMEJI, tienen un antecedente que no sé qué nivel de 
institucionalidad tuvo, porque algo similar hizo el Director Sergio Migliorata cuando asumió la Dirección del 
INTERJ. Nosotros retomamos esas ideas y avanzamos en función de un aprendizaje derivado de las 
situaciones que tenemos hoy. Una de las cosas que aprendimos es que en la medida en que los chicos no 
podían fugarse de los centros de privación de libertad, intentaban hacerlo durante los traslados. 


La medida número uno fue que, como no alcanzaba con llevarlos esposados, compramos grilletes. También 
hay una actuación centralizada en el Director de la Colonia Berro o, en el caso de Montevideo, en mi persona 
sobre qué adolescentes son llevados con grilletes durante los traslados, y asumimos completa responsabilidad 
de lo que eso significa. 


Para que nosotros podamos asegurar casi en un ciento por ciento las condiciones de traslado, precisamos que 
nuestras camionetas tengan las características de las unidades de traslado. Nosotros hemos ido tomando 
medidas de acuerdo a lo que vamos aprendiendo de la operativa que desarrollan los adolescentes para intentar 
fugarse de los centros o durante los traslados. Algo similar sucede con eventuales fugas por suerte no son 
muy numerosas que se producen cuando son llevados a lo que nosotros llamamos educación, y que para no 
criminalizar al adolescente no se le lleva esposado ni con grilletes. Además, como se trata de un adolescente 
que viene transitando por un proceso de trabajo sistemático, se valora que es poco probable que se fugue. 
Como de todos modos hemos tenido fugas durante las clases que reciben los chiquilines, decidimos hacer una 
reformulación de un planteo de dos centros. Esto nos va a permitir a la brevedad que tengamos uno de los 
centros adonde van a ir a estudiar los chicos de Montevideo. Así solucionamos el problema de los 
movimientos y garantizamos la seguridad y el derecho a estudiar de los adolescentes. 


Con respecto a la formación de los funcionarios, independientemente de todo lo que vamos a intentar 
explicar en el organigrama del nuevo instituto ya tenemos terminada la propuesta de organigrama inicial, uno 
da respuesta en función del problema que tiene adelante. Si el problema que tengo es uno, lo más sensato es 
que la respuesta atienda ese problema y no solo los deseos que uno pueda tener en cuanto a la formación de 
los funcionarios. 


El primer problema que teníamos era un funcionariado con un desconocimiento relevante de las rutinas de 
seguridad. Lo primero que hicimos fue coordinar con el Ministerio del Interior, en particular con la Escuela 
Penitenciaria y con la sección de inteligencia de Asuntos Penitenciarios, la organización de un primer curso 
al cual asistieron los funcionarios que habían accedido mediante concurso a un llamado que se había 
realizado durante ese año. Luego hicimos una segunda experiencia en la que combinamos funcionarios que 
ya estaban trabajando en los centros con otros que también entraron por concurso. La tercera experiencia se 
vio obstaculizada porque cerró la Escuela Penitenciaria y estábamos esperando que se recompusiera la 
logística de formación penitenciaria. 


Esa es una parte importante de la formación, pero no la última. Es uno de los caminos a recorrer para dotar a 
nuestros funcionarios de estrategias de control de situaciones, vinculadas con técnicas de reducción, 
comportamiento durante motines o eventual toma de rehenes que, sin duda, en estos centros de privación de 
libertad son muy importantes aunque, repito, no es la única formación que aspiramos que tengan nuestros 
funcionarios 


En el organigrama propuesto verán que está claramente destacado un Departamento de Recursos Humanos 
con esa concepción que hoy podemos encontrar en cualquier institución seria, que implica la selección, 
capacitación y formación, pero también una política de identificación de mandos medios y de recursos 
humanos para ir haciendo los procesos de rotación en los niveles de dirección. 


SEÑOR BARBOZA.- Debemos apartarnos por un minuto de la dinámica "hago-pienso, hago-pienso, 
pienso-hago" y parar para plasmar la síntesis de la labor que estamos llevando adelante para mejorar 
esta tarea vinculada con la contención y promoción de menores infractores adolescentes, jóvenes 
uruguayos desde la perspectiva de la seguridad pública. Sabemos que tenemos responsabilidad sobre la 
seguridad pública y eso está con nosotros en el trabajo y en cada acción. 


Considero que son muy interesantes algunas de las expresiones que se han manifestado. 


El viernes pasado cambiamos la dirección del Centro Sarandí, que pasó a ser ocupada por una integrante del 
Ser. Fueron movidos cinco jóvenes del Centro Ariel al Ser y cinco del Ser al Ariel. Cuando ingresaron esos 
jóvenes se habló con cada uno de ellos. Se les dijo por qué se los cambiaba: había una vinculación afectiva 
muy fuerte con la Dirección que dejaba el cargo; por ellos y por el sistema consideramos que tenían que salir 
un poco y reingresar al Centro uno a uno una vez que estuviesen estabilizados. Cuando ingresa Fulanito al ala 
2 del Ser, "metiendo cuerpo", le dice a la funcionaria: "¿Vos sabés quién soy yo?". Y la funcionaria le dice: 
"No; no sé quién sos". "Yo soy Fulanito". "¡Ah! ¡Mirá! Y yo soy Menganita" le dice la compañera; "¿Te 
animás a entrar a la celda?". El joven de veintiún años, desconcertado, entró. Por conversaciones que tuvimos 
antes con él, sabemos que, por ejemplo, estuvo el 2 de febrero de 2009 en el Penal de Libertad. Él nos dijo: 
"Yo estuve cuando mataron al 'Pony"". "¿Dónde estuviste?". "¡En las latas! En el módulo D del Penal de 
Libertad. Y yo sé quién lo mandó matar". Ahí empiezan con las fantasías y hay que callarles la boca porque 
ellos mismos se entierran. Esa compañera desconcertó y logró ingresar a un joven que ese día había estado en 
el Penal de Libertad. 


En el Hogar Ser de la Colonia Berro hay cuatro jóvenes si no me equivoco que estuvieron en COMCAR y 
uno que estuvo en COMCAR y en el Penal de Libertad. 


Nosotros estamos en la primera línea de fuego. Cuando surge un problema estamos presentes como 
Dirección. Estamos ahí cuando hay intentos de fuga. Hemos reducido jóvenes porque no solo tenemos la 
capacidad cognitiva, sino que estamos entrenados para eso. Pero no estamos en la tarea cotidiana de todos los 
días como los trabajadores y trabajadoras que deben estar ahí conteniendo esta situación que, en el sistema de 
adultos se contiene de otra manera. Esta es la realidad del trabajo que deben enfrentar muchos funcionarios 
del sistema. 


La nueva institucionalidad requiere de andamiaje. No podemos inventar una institución de la nada. Hay que 
capitalizar lo que tenemos e ir generando las experiencias mínimas que nos permitan convertirlas en ladrillos, 
en trozos de hormigón armado o lo que sea, que vaya a formar parte de ese nuevo instituto. Estamos en ese 
camino. 


Agradezco las preguntas del señor Diputado Borsari Brenna porque nos alientan a pensar. Quiero aclarar algo 
que dijimos y quedó entre líneas en algún periódico. En el espacio de encierro, promoción, seguridad y 
educación es un arte; no es un escenario sencillo. Hay que estar muy bien para educar abriendo y cerrando un 
candado, así como para hacerle entender a un joven, cuando no tenemos un baño adentro del centro: "Esperá 
un poquito. Pensá que el resto del ala también necesita del baño. No es tu inmediatez la que gobierna". Hacer 
del cotidiano de un centro de reclusión un escenario educativo es un arte y va desgastando a muchos 
trabajadores y trabajadoras que lo están llevando adelante. Consideraba muy importante hacer esta mención. 


Vamos a dar algunas cifras de lo que ha estado pasando. Lamentablemente, algún triste episodio la Justicia 
definirá ha empañado el esfuerzo que viene realizando mucha gente, mucho antes que nosotros. 


Hoy nos toca a nosotros estar más visibles, recuperando lo que históricamente se ha hecho bien, y pensando y 
modificando lo que no se ha hecho tan bien. 


Hubo otras deslealtades que fueron contenidas por compañeros y compañeras que lograron que no 
trasciendan por los dispositivos de seguridad que se montaron a lo largo del tiempo, lo que hoy se viene 
protocolizando y sintetizando en papel, para que ese ejercicio sea inviolable e inalterable. 


(A continuación se realiza una presentación power point) 


——— En cuanto al aumento de internos entre enero y mayo de 2011, cuando nos tocó asumir la Dirección de 
la Colonia Berro, en el centro había 161 jóvenes, y actualmente tenemos 227; teníamos 230, pero por suerte 
ayer fueron liberados dos y hoy otro por el Juez. Entonces, tenemos un aumento poblacional de 66 jóvenes, 

lo cual indica un crecimiento que responde, entre otros motivos, a la disminución de las fugas. 


De enero al 30 de abril de 2010, hubo 202 fugas de Colonia Berro. Esto no significa que se hayan fugado 202 
jóvenes porque, a veces, el mismo se fuga varias veces: se fuga, se le vuelve a dar la posibilidad, se vuelve a 
fugar; no entiende y se lo pasa a una mayor contención. Entre enero y el 30 de abril de 2011, el número de 
fugas fue de 63. Ello significa que, promedialmente, hubo un 69% de disminución de las fugas. La reducción 
no comprende todo enero porque entramos el 11 de enero en ejercicio, día en que también hubo una fuga. 


Está fundamentado que en todo centro cerrado siempre está el ansia de libertad y el deseo de fuga. Entonces, 
en todo centro de privación de libertad, así como en la escuela y en el liceo, siempre hay alguien que se 
intenta fugar; a veces con el cuerpo y otras con la mente por la falta de atención. Los intentos de fuga desde 
enero a abril de 2010 fueron 215, mientras que desde enero a abril de 2011 fueron 103. Intentos de fuga son 
los intentos sumados a las recapturas. Esto indica una tendencia a la baja del intento de fugas. En el primer 
cuatrimestre, menos de la mitad de los jóvenes intentaron fugarse del sistema. 


De enero a abril de 2010 hubo 13 reintegros, todos policiales, mientras que en el mismo período de 2011 
hubo 38, de los cuales 4 fueron voluntarios y 34 policiales. Esto no solo indica la disminución del intento de 
fugas, sino una mayor efectividad de los funcionarios del Ministerio del Interior a la hora de intervenir para 
evitarlas. 


En 2010 hubo 202 fugas, y en 2011, 63. En el mes de enero de 2010 hubo 42 fugas y en enero de 2011, 27 
ahí ya había comenzado la disminución; en el mes de febrero de 2010 estoy hablando de evasiones reales del 
sistema hubo 50 fugas, contra 11 de febrero de 2011; en marzo de 2010 hubo 57, mientras que en el mismo 
mes de 2011 hubo 18; en abril de 2010 fueron 53 y en abril de 2011, 7. Todavía no tenemos las cifras de 
mayo, pero tenemos un descenso, inclusive con respecto al mes de abril de este año. 


SEÑOR BAYARDI.- ¿Las fugas incluyen a aquellos que tienen una autorización de cualquier tipo y no 
retornan? 


SEÑOR BARBOZA.- En las cifras que acabo de presentar no figura eso, pero en el cuatrimestre de 
2010 los que tuvieron salidas transitorias autorizadas por el Juez y que no retornaron fueron 7, y en el 
mismo cuatrimestre de 2011 fueron 8. No tengo la cantidad de licencias, pero se dan en forma 
sistemática. Este es un número extremadamente reducido. Esto es un punto a favor para los Jueces 
porque esto tiene que ver con los informes que hacen las personas del INAU, pero también con las 


licencias que otorgan los Jueces. Eso involucra la credibilidad, dato que podemos considerar en otro 
momento. 


Los datos sobre egresos del sistema en lo que va del cuatrimestre de 2011 es muy importante: 141 
adolescentes culminaron sus penas en lo que refiere a medidas privativas de libertad, de los cuales 52 lo 
hacen en forma definitiva y 89 pasaron a medidas no privativas de libertad. Esto marca una tendencia en 
cuanto a que el sistema se mantiene por los egresos y no por las fugas. De hecho, la semana pasada no 
tuvimos ningún egreso y se produjo un aumento considerable de la población y por eso tenemos los números 
actuales. 


En cuanto a la educación, no nos queda mucho margen para hablar porque estamos todo el día en el campo. 
Siempre se nos pregunta por lo mismo y no por la educación. Cabe señalar que la planificación educativa se 
realizó cuando teníamos 187 jóvenes en la Colonia Berro; de manera que es importante comparar con esa 
cifra y no el 227 de hoy. Veníamos con la necesidad de superar el espacio educativo porque la evaluación que 
el año pasado realizó el programa Áreas Pedagógicas de Secundaria no fue del todo aceptable. Estaba la 
tendencia al derecho a la educación como el derecho a dejar al joven en la puerta de la escuela, pero en 
realidad no implica solo eso, sino que adentro de ella pase algo que lo transforme en alguien diferente a lo 
que era cuando nos encontramos. Ahora hay una tendencia a los procesos por lo que decidimos empezar con 
menos jóvenes, pero con mejores procesos y evaluar a mitad de año. 


En este momento, la mayoría de los jóvenes han finalizado la escuela y por eso solo hay 34 en Primaria. 


Hay 36 jóvenes en Secundaria, cursando desde primer año hasta tercer año. Estos números corresponden, 
básicamente, a jóvenes trasladados a lo que llamamos la administración central, donde funcionan los espacios 
educativos. Algunos centros no tienen Secundaria, pero después de mitad de año la van a tener y, por lo tanto, 
habrá un mayor número de jóvenes insertos en ese nivel. 


En el taller de herrería hay 7 jóvenes. Queremos destacar que nuestra idea es que salgan diplomados en ese 
oficio y no que cambien con frecuencia sin que nadie aprenda a puntear ni a pasar una amoladora. 


En carpintería hay 6, donde tenemos el mismo concepto: queremos 6 carpinteros y no 150 que hayan clavado 
un clavo. 


En panadería hay 34 jóvenes. 


Hay 14 jóvenes haciendo cursos de informática. Actualmente, informática está ubicado solamente en un 
centro, y se va a construir una sala en la administración. 


De los talleres de música participan 50 jóvenes entre coro, canto y manejo de algunos instrumentos. En 
espacios de plástica hay 95 jóvenes; este número aumenta porque estos espacios se dan adentro de los 
centros. 


Se da apoyo pedagógico de diferente índole; hay 99 jóvenes participando de estos talleres. Hay 34 haciendo 
boxeo en los programas "Nocaut al ocio" y "Nocaut a las drogas", y hay espacios recreativos con recreadores 
que incluyen espacios deportivos, donde tenemos 52 jóvenes. 


SEÑOR BANGO.- Por los números que está dando el señor Barboza, es obvio que hay adolescentes 
que están haciendo más de una de estas actividades. La pregunta es si hay algún adolescente que no 
esté haciendo ninguna de las actividades que se están describiendo. 


SEÑOR BARBOZA.- En este momento, aproximadamente 25 jóvenes no tengo el número exacto no 
realizan ninguna actividad. Por ejemplo, hay un joven que hace treinta y cinco días llamó a otro por 
"el Sapo" porque, aparentemente, había mirado a otra chica en la visita y le tiró un termo de agua 
caliente encima. Se trata de una persona que ya había estado procesada en el COMCAR por lesiones 
casi mata a un compañero de celda, volvió a pagar la pena al INAU y quemó vivo a un compañero. 
Hace más de treinta días que estamos esperando que se pronuncie el Juez, a ver si el joven va a seguir 
en el INAU o va a volver por lesiones, por segunda vez, al sistema de adultos. Esta es la realidad que 


tenemos. A ese muchacho no lo vamos a sacar a educación, no lo vamos a exponer. Hace patio 
contenido, pero otras cosas no; me hago cargo de eso. 


SEÑOR POSADA.- Las autoridades del INAU han hecho referencia a este punto en un par de 
oportunidades, y me parece que por lo menos este ámbito merece otro tipo de comentarios. Este 
sistema permite la vuelta al INAU de personas que han cometido delitos que derivaron en una 
penalización a nivel del Código Penal para adultos. Me parece absolutamente contradictorio que 
vuelvan a cumplir pena dentro del sistema de infracciones para jóvenes y adolescentes, más aún 
cuando ya cumplieron la mayoría de edad. En lugar de cumplir una suerte de fin de carácter social se 
supone que todas las penalizaciones buscan un proceso de reinserción de las personas, en realidad esto 
es un obstáculo al propio INAU para el cometido que tiene asignado. No parece lógico que quien pasó 
ya por una etapa de penalización como adulto, vuelva a cumplir saldos de penas digámoslo así a nivel 
juvenil en el INAÚ. Es una mala experiencia para el INAU desde el punto de vista de lo que puede ser 
la interrelación de ese joven, ya adulto, con otros jóvenes. 


Me parece que estas cosas necesariamente tendrían que estar amputadas, obturadas en un sistema penal 
mirado a nivel global. Este tipo de penalizaciones no tienen sentido, y creo que nosotros, que tenemos 
obligación de legislar, deberíamos establecerlo expresamente. Estas cosas no pueden pasar. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Hago mía la inquietud del Diputado Posada. 


Creo haber entendido que el sistema funciona así: cuando se fugan y los vuelven a agarrar ya siendo mayores 
tienen que cumplir la pena de mayores y después volver al INAU a terminar de cumplir la pena de menores. 
Entonces, en el INAU hay gente con veinte, veintiuno o veintidós años que distorsiona. 


Voy a la anécdota que hizo el señor Barboza de una persona que se jactaba de haber estado en el COMCAR, 
con la diferencia que hay entre el COMCAR y una colonia de detención de menores. Esto debería analizarse 
y legislarse; tal vez sea una falta de los legisladores. 


Quiero hacer una puntualización con respecto a lo que tiene que ver con Secundaria. La única visita que hice 
a la Colonia Berro fue a principios de 2010, cuando el Hogar Ituzaingó cumplía nueve años; estaban el 
Presidente Salsamendi y el Director Arbesún. Era uno de los hogares mejor conceptuados, donde no había 
prácticamente fugas. Ahora veíamos que en enero había unas doscientos treinta fugas, y la verdad es que 
llama mucho la atención porque en el Hogar Ituzaingó se llevaban las cosas bastante bien. Creo que el señor 
que me hizo la recorrida se llamaba Muñoz. Fuimos a una sala que decía "Secundaria", y estaba vacía. Yo 
pregunté por qué estaba vacía y me dijeron que hacía dos años que no había clases de Secundaria. Me dijo 
que hubo un problema interno de funcionamiento entre los docentes y los alumnos, no me supo explicar 
mucho, pero lo cierto es que hacía dos años que los jóvenes no estaban teniendo clases. 


Decía el señor Barboza que era un derecho ir a clases de Secundaria, pero también es una obligación por la 
Ley General de Educación. Por lo tanto, si me dicen que hay aproximadamente 257 internados hoy en el 
INAU y las colonias, y solo 36 que van a Secundaria, se está incumpliendo la ley. Por un lado, tenemos leyes 
que dicen muchas cosas. Tenemos, por ejemplo, el artículo 102 del Código de la Niñez y la Adolescencia 
donde se habla de asegurar algunos derechos de menores privados de libertad religiosos, culturales, de 
esparcimiento y educación y la Ley General de Educación, que apunta a que el acceso a Secundaria sea 
obligatorio, al igual que el acceso a Primaria. Sin embargo, de 250 o 300 jóvenes que están a disposición del 
Estado solo 36 un 10% o 12% tienen acceso a Secundaria. Es un asunto a atender, y traslado esta inquietud a 
las autoridades. Como pasan mucho tiempo encerrados es muy bueno que haya herrería, carpintería, 
panadería, informática y otros complementos para que progresen y vean otras áreas, pero no tenemos 
justamente Secundaria, que decimos en la ley que es obligatorio. Esta es una cuestión que debemos atender. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Con respecto a lo que ha planteado el señor Diputado Posada respecto 
de los mayores de edad que van a pagar penas en el INAU, creo que el Presidente Salsamendi ya había 
realizado alguna reflexión y planteado alguna solución, que es la creación de un pabellón, un edificio o 
un establecimiento aparte; en el mismo predio, pero aparte. Nos parece que esto es elemental. 


Le preguntaba al señor Presidente de qué legislación proviene el hecho de que un mayor tenga que volver al 
INAU. 


Parecería que desentrañar eso es un poco dificil. 


Desde mi punto de vista, la solución que se me ocurre y que plantea el señor Diputado Posada quizás no pase 
por la legislación, sino por una disposición administrativa que cree un establecimiento exclusivo para 
dieciocho años en adelante. 


SEÑOR MICHELINI.- Estaba intentando hacer memoria en cuanto a esta especialísima hipótesis del 
adolescente procesado y penado en calidad de responsabilidad penal juvenil especial, establecida por el 
Código de la Niñez y la Adolescencia. Intentaba recordar si este adolescente, en régimen de fuga o de 
semilibertad, es procesado como adulto porque ya cumplió dieciocho años de edad y, cumplida esa 
pena, vuelve. 


Lo cierto es que el artículo 91 del Código de la Niñez y la Adolescencia establece que las penas de los 
adolescentes, cuando se cumple la mayoría de edad, no deben hacerse en institutos para adultos. Me parece 
que el legislador, oportunamente, no estaba viendo esta hipótesis; estaba viendo la hipótesis de una persona 
que es procesada y penada a los quince y a los dieciocho años y un día no lo ponen en un establecimiento de 
adultos. 


A su vez, el artículo 88 del Código establece que los menores de edad no pueden estar mezclados con los 
adultos. Hay una contradicción entre la letra y el espíritu del Código. 


Quisiera saber si los invitados tienen una idea de cuántos casos hay en total. Tal vez, en este afán legislativo 
que todos tenemos, podamos encontrar la solución a esta particularísima hipótesis de trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es una hipótesis que el día que logremos que no se fugue ninguno, no se va a 
dar. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Puede haber delitos cometidos dentro de la privación de libertad. 


Lo primero que omitimos y nos parece importante que conozcan es que el licenciado Arbesún, aparte de ser 
psicólogo, tiene una maestría en Sociología. Este año ganó el Premio Nacional de Psicología por trabajos 
realizados en esta materia. Tiene un extensísimo currículum. El maestro Barboza y él trabajaron con el 
Comisionado Parlamentario, teniendo a su cargo el monitoreo del COMCAR y del Penal de Libertad. Son 
dos conocedores de los sistemas de privación de libertad. El maestro Barboza realizó una serie de trabajos 
prácticamente son los únicos que existen en Uruguay sobre la educación en la privación de libertad. 


No era posible y esto fue lo que nos planteamos desde que asumimos llevar adelante planteamientos de 
rehabilitación, educación, etcétera, que requirieran movimiento de chiquilines y una mayor apertura en el 
interior de los centros, si no lográbamos un entorno de orden, de fuerte disciplina tanto en el caso de los 
adultos como en el de los adolescentes y de seguridad. En esto hemos venido trabajando denodadamente. 
Nosotros no vamos a analizar qué ocurrió anteriormente y por qué se dieron determinado tipo de cosas, pero 
hemos venido trabajando en esto. No es posible llevar adelante seriamente algún planteamiento de carácter 
socioeducativo, si no existe orden, disciplina y un entorno de seguridad, salvo que se considere que esto es 
prioritario sobre la seguridad, es decir, que las fugas no importan 


Nosotros hemos planteado un cambio muy fuerte de visión en este tema. Ellos lo están llevando adelante. 


SEÑOR BARBOZA.- Hay treinta y seis menores en Secundaria y treinta y cuatro que están en 
Primaria. Ahí tenemos a setenta jóvenes estudiando. 


Dijimos que esta planificación se hizo sobre ciento ochenta jóvenes, que eran los que teníamos en ese 
momento. La disminución de las fugas tiene que ver con un acierto y esperemos que lo siga siendo en los 
criterios de clasificación de los jóvenes, en el trabajo con ellos para elevar la importancia que significa 
cumplir la pena y en el trabajo con ellos sobre la imputabilidad. Los jóvenes están preocupados por la baja de 


imputabilidad. Hoy tenemos jóvenes que, con dieciocho años, van a egresar con trabajo, mediante convenios 
con algunas empresas constructoras, y con sueldos de $ 12.000, $ 13.000 o $ 14.000. El otro día un joven 
dijo: "Menos mal que esto no es retroactivo. Sino a mí todavía me quedaban como diez años de cana". 


Los jóvenes están preocupados. Estamos trabajando en la empatía que muchas veces no tenemos como 
sociedad porque no nos ponemos en el lugar del otro. Les estamos pidiendo a los gurises: "Pónganse en el 
lugar de los que vienen detrás de ustedes, porque infractores, por ahora, va a seguir habiendo y no van a tener 
la suerte que tuvieron ustedes. Las penas van a ser más duras y enérgicas". 


¿A qué voy con esto? Queremos que haya muchos más jóvenes estudiando. El Hogar Ituzaingó, después de 
mitad de año, va a tener Secundaria en el centro; el Hogar Sarandí también. Los números después de mitad 
de año van a ser muchísimo más elevados, pero venimos de otras realidades. Por ejemplo, el año pasado 
debieron haberse dado mil doscientos exámenes de Secundaria; solo se aprobaron cuarenta. El derecho a la 
educación es el derecho de ir, de estar ahí y que pase algo. El problema de los jóvenes es de los adultos. Los 
adultos hemos dejado de liderar la vida de los jóvenes. Los jóvenes han perdido el liderazgo positivo de los 
adultos y por eso no han terminado la escuela ni Secundaria. Adentro tenemos que ir construyendo un nuevo 
liderazgo para que los jóvenes que hoy están privados de libertad tengan la posibilidad, por primera vez, de 
reinsertarse en un sistema educativo, aparte de ir, aprender y generar un camino de posibilidades que no solo 
depende de ellos, sino del afuera que los reciba. Si no hay un afuera que reciba a los jóvenes de forma 
diferente, podemos bajar el daño y generar posibilidades, pero no será lo mismo. 


Estos números nos alientan en el contexto histórico, pero nos parecen insuficientes. Esperamos que en el 
próximo encuentro los números estén muy por encima de lo que hoy están. Garantizamos que va a ser así, 
porque está pensado de esa manera. El número treinta y seis estaba pensado de esa manera. ¿Qué pasa en el 
sistema de adultos? Para que las personas trabajen y estudien hay que disminuirles la pena. Muchos privados 
de libertad van a espacios educativos o laborales porque saben que van a estar menos tiempo presos. A los 
jóvenes que han venido fallando históricamente les tenemos que decir que vale la pena enriquecerse, poder 
pensar el mundo de manera más compleja, diferente y abrir brechas que no solo dependen de uno. Creo que 
vamos en ese camino y es una garantía. Nos vamos a volver a encontrar con el señor Diputado Garino Gruss 
y ojalá los números sean mucho más elevados de lo que son en este momento. 


Diría que en este momento hay espacios educativos concretos de agentes externos: cuatrocientas ochenta y 
seis plazas educativas en Colonia Berro. Este número supera a la cantidad de jóvenes, si bien dije que había 
alrededor de veinte o veinticinco que no estaban haciendo actividades. A esto hay que sumarle trabajo 
cotidiano educativo, de convivencia, de esperar para ir al baño, de "no golpees", "de esa manera no", es decir, 
más conductista; eso también se considera trabajo educativo cotidiano 


También están los trabajos en huerta que involucran a un montón de gente, cuyo número está en aumento. 
Hay un montón de actividades de la vida cotidiana de los jóvenes en los centros de privación de libertad que 
llevarían la cifra de cuatrocientos ochenta y seis a un número mucho más elevado. ¿Estamos conformes? 
Todavía no. 


Para finalizar, voy a plantear algunas relaciones conceptuales que creemos importantes. Por ejemplo, hay que 
individualizar para promover quiénes son los jóvenes y las jóvenes que están privados y privadas de libertad. 
¿En qué momento de su vida están? ¿Qué relación tiene la infracción o el delito en su historia de vida? ¿Cuál 
es el pronóstico que el propio joven hace de sí mismo para adelante? ¿En qué etapa de su vida está? ¿Cuál es 
la intervención que debemos hacer? Hay que individualizar. Se entrevistan a todos y a cada uno de los 
jóvenes que ingresan al sistema. Ayer tuvimos muchos ingresos en la Colonia Berro y terminamos a la hora 
0:20 de hoy entrevistando a los últimos jóvenes. Estuvimos esperando hasta el último joven que ingresaba a 
la Colonia Berro para hacerle una invitación, a que se inserte en un proceso lo más rico y lo menos dañino 
para él y para todo el sistema. 


En cuanto a la seguridad y a la promoción, es el arte. Lo dije antes. Es el problema que tienen todos los 
contextos de encierro: ¿cómo contenemos y promovemos? Estamos buscando esa síntesis entre conceptos 
que se desencuentran todo el tiempo. Hay que hacer un diagnóstico de ingreso: quién es la persona, de dónde 
viene, cuáles son sus antecedentes, cuál es su historia dentro del sistema. Eso define la ubicación. Debe ser 
un sistema progresivo, que entre en diálogo. El sistema tiene que ser uno solo y los jóvenes tienen que entrar 
en esa progresividad. También debe existir un sistema de egreso que sea definido al inicio, al ingreso. El 


egreso del joven debe ser pensando en el momento que ingresa. En ese momento ya tenemos que estar 
planificando la salida de los jóvenes. 


En cuanto a las políticas de derecho en construcción, tenemos las medidas no privativas. Estamos en 
convenios con el MIDES para generar dispositivos que permitan sistematizar algunas formas de egreso. 
Existe el proyecto PICA que lleva adelante una institución que trabaja dentro del encierro, que va a hacer el 
anclaje territorial y va a permitir que muchos jóvenes que egresan del sistema participen de un montón de 
espacios que se van a estar insertando dentro de las propias comunidades para dar continuidad al seguimiento 
y al proceso. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo pertinente hacer una pregunta. Hablamos de los setenta mil niños, niñas 
y adolescentes que de una forma u otra tienen cobertura en el INAU. Me gustaría saber, de los 
adolescentes que están privados de libertad, tanto varones como mujeres, cuál es la clientela del 
sistema "específico" entre comillas, por llamarlo de alguna manera que está en el sistema penal juvenil 
cumpliendo penas o con medidas no privativas. 


Me gustaría que, en forma sucinta pero sustanciosa, pudieran describir el tipo de población de que se trata. 
Me parece que eso interpela el mundo adulto. Por supuesto para que no haya dudas, aunque creo que en este 
tema las hay, desde siempre sostuvimos que el Instituto Nacional del Menor cuando era el INAME y luego el 
INAU, tenía que cumplir un papel de contención por mandato judicial, que era la primera barrera del sentido 
de autoridad del Estado, no solamente para los adolescentes sometidos a esas medidas dictaminadas por Juez 
competente sino para el conjunto de la sociedad. Me alegro mucho de que haya una clara idea de la necesidad 
de primero contener y dar seguridad y después ver cómo cumplir las tareas socioeducativas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado que tenemos a otros legisladores anotados y aprovechando que ha 
hecho uso de la palabra un legislador de mi Partido, quiero decir que el tema en el que debemos 
concentrarnos es el relativo a las fugas. En realidad, tenemos a consideración todo un capítulo relativo 
al proyecto de ley sobre la transición hacia un instituto de rehabilitación o de responsabilización penal, 
sobre el que hay voluntad de la bancada del Partido de Gobierno, sin duda, pero que también fue 
firmado por legisladores de todos los partidos. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Queremos preguntar sobre una información de prensa que salió el 10 de mayo 
donde se le atribuye al señor Director Rolando Arbesún haber propuesto, pensando, planteado o 
puesto a consideración la posibilidad de dotar a la vigilancia policial de "armas con municiones no 
letales", en el caso concreto, con balas de goma. La pregunta concreta es en qué marco se presenta esta 
idea, cuál de los problemas que estamos planteando se busca solucionar con este mecanismo y si al 
respecto se busca contar con algún marco legal, marco administrativo o será por la vía de hecho. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Sobre el tema fugas, hemos dado los números; se explicarán los planteos que 
tenemos para continuar disminuyendo su número, obviamente con la idea de llegar a cero, a pesar de 
que eso no existe: no conocemos sistema en el mundo que lo haya logrado pero es lo que 
necesariamente estamos intentando. En el sistema adulto tampoco existe, aunque tiene mucho menos 
prensa que en nuestro caso mucho menos prensa; no queremos que la tengan tampoco no estamos 
sugiriendo nada, pero es el trabajo que obviamente pretendemos hacer. A su vez, en ese marco, vamos a 
hacer la presentación del organigrama que pretenderíamos para la creación del sistema, instituto o 
como sea que en definitiva los legisladores entiendan que eventualmente deba llamarse. 


Más allá de que el licenciado Arbesún va a aclarar sus palabras, queremos decir que ya hemos expresado que 
lo que estamos hablando no es algo nuevo. Esto fue recogido por la prensa y también consta en la versión 
taquigráfica de nuestra presentación en diciembre. Nosotros anticipamos la necesidad de que pudiera existir 
un marco legal que permitiera, por lo menos, pensar en la posibilidad de utilizar munición no letal, que 
claramente no son balas de goma. Son cosas distintas. Ahora, lo vamos a aclarar. He comenzado a grabarme a 
mí mismo, porque si yo contara las cosas que digo y las que me titulan, se sorprenderían. Estamos pensando 
en esa posibilidad. Obviamente, el Uruguay tiene establecimientos carcelarios con características diferentes y 
una custodia perimetral determinada. En este marco trataremos de analizar a fondo el tema para ir mejorando 
la guardia perimetral, que es parte del sistema, y que en este caso corresponde al Ministerio del Interior. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quisiera saber qué problemas soluciona ese mecanismo, si es la fuga o la 
disciplina interna. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Las fugas. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Se manejaron números y situaciones de fugas y delincuencia de menores en el 
pasado inclusive y nosotros vemos que hay una incidencia entre la fuga, la reiteración y la comisión de 
muchos delitos, numéricamente importantes, por los mismos menores. En una información de prensa 
se habla del caso del "Ricky", que la policía lo señala como responsable de más de noventa atracos. Él 
desconoció el caso de una rapiña a un auto en un semáforo, ya que expresó: "Esa no la cometí, ya que 
mi rubro son las financieras". 


Por otro lado, nuestra preocupación y la de todos radica en los datos manejados por el señor Ministro que 
establecen que en el 45% de las rapiñas de 2010 participaron menores y en los atracos el porcentaje aumenta 
a 53%. O sea que 53% de los atracos lo realizan los menores. Estos datos fueron recogidos por el nuevo 
estudio del Observatorio Nacional sobre Violencia y Criminalidad y publicados en el diario "El Observador", 
el miércoles 30 de marzo de 2011. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Voy a hacer una aclaración. 


No sabemos de dónde viene la cifra de los noventa atracos; probablemente se diga eso porque comenzó a 
delinquir a los ocho años, en 2001, 2002. Eso es lo que suponemos nosotros porque no son los elementos que 
definió, en este último caso por lo menos, la Justicia de adolescentes. Él comenzó su raid hace 
aproximadamente ocho o nueve años, lo cual demuestra problemas familiares, que lamentablemente se 
vienen dando desde hace bastante tiempo en Uruguay y en algunos casos no lo hemos logrado mejorar del 
todo. 


En función de las preguntas realizadas, si el señor Presidente autoriza, cedería la palabra al licenciado 
Arbesún. 


SEÑOR ARBESÚN.- Empezaremos por el final, que es siempre lo más fácil. 


Las fuentes de información periodística son de dudosa confiabilidad. Es cierto que todos las usamos; es un 
primer nivel de información. 


Esta cuestión aparece en una larga entrevista que me hace una periodista del diario "El Observador", en la 
que yo describo todos los contenidos de la agenda de discusión que efectivamente habíamos estado 
coordinando con el Ministerio del Interior, con relación a cuánta más tecnología precisamos. La tecnología es 
limpia, es eficiente, es racional, es menos hombres, menos plata. Y apareció el planteo que también habíamos 
estado valorando dentro del contenido de la agenda de dotar a los funcionarios policiales, que hoy 
efectivamente custodian nuestros centros con sus armas de reglamento, de armas con municiones no letales. 
Los periodistas espero que cada vez se instruyan más no sabían qué era munición no letal. Yo procedí a dar 
ejemplos de varias municiones no letales, dentro de las cuales están las balas de goma. Al otro día, esa 
periodista, muy inteligentemente yo la llamé y le dije dos cosas: yo no dije esto y te felicito, creó un hecho 
periodístico, porque el copete de "El Observador" decía: "El INAU disparará balas de gomas a adolescentes". 
Si nosotros estamos discutiendo cuáles son los nuevos procedimientos de seguridad, tenemos que hacerlo con 
total franqueza; si nosotros para asegurar en un primer momento las condiciones de seguridad en nuestros 
centros necesitamos recorrer caminos que hasta ahora ni siquiera habían sido discutidos, lo vamos a hacer, 
porque es parte de la necesidad que tenemos de franquearnos y aprender a responder a las variaciones del 
problema. ¿Esto significa que mañana vamos a dar armas a los policías para que se dediquen a cazar a los 
gurises? Esto es un disparate. Además, en todos los sistemas de América Latina cuando se dota a funcionarios 
policiales esto funciona así, hay un protocolo de actuación, una serie de ejercicios de entrenamiento porque, 
entre otras cosas, no son efectivas a cualquier distancia. Es decir, solo son efectivas en su carácter disuasivo a 
una cierta distancia. Ese es el episodio de las balas de goma, que en mi opinión es totalmente intrascendente, 
y que la periodista lo utilizó para generar un hecho noticioso que estuvo circulando durante dos días. No sé si 
esto responde la inquietud del señor Diputado. 


Voy a contestar ahora la pregunta del señor Diputado Michelini, aunque no esté en Sala. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quería saber si usted tenía formación militar, porque habló de capacitación 
de los periodistas. 


SEÑOR ARBESÚN.- Sí, por supuesto. 


Los chicos que tenemos en nuestros centros nacieron en la segunda mitad de la década de los noventa y eso 
en nuestro país tiene un significado muy particular. Es un período de infantilización de la pobreza, un proceso 
de caída de la población en los niveles más bajos de la línea de pobreza e, inclusive, de la línea de indigencia. 
Los más pequeños de los chicos que atendemos aparecen en la década de 2000, con todo lo que significó la 
crisis en 2002 en nuestro país. Además, son la evidencia empírica fehaciente, sistemática e histórica de que 
efectivamente los sistemas penales tanto de adolescentes como de adultos se direccionan en el mismo sentido 
y con la misma potencia. Es decir, proceden de los barrios más desposeídos de Montevideo, y cuando son del 
interior, sucede lo mismo. 


Son chicos que han sido expulsados de todas las instancias de las cuales nosotros hubiéramos deseado que no 
fueran expulsados: escuela, familia, comunidades. Es decir, la historia de sus vidas es una historia de 
permanentes expulsiones y desvinculaciones de todo lo que sea el resto de la comunidad o de la sociedad. 


Estos chicos, además, comparten algo con los adolescentes "normales" entre comillas y es que no creen que 
estudiar sea importante. Esto es algo que también pasa con nuestros adolescentes "normales" entre comillas; 
cuesta mucho trabajo que entiendan cuán importante es estudiar, hacer los deberes, aprender, leer y comprar 
libros, estar en todo ese proceso. Para nosotros me ubico en una generación que, más o menos, ustedes 
comparten, esas cosas importaban y tenían un capital simbólico importante porque, además, tenían un efecto 
a posteriori en el desarrollo de nuestra vida. En este aspecto, tenemos un serio problema socioeducativo y 
cultural; hay que admitirlo así. Nuestros chicos que están hoy en situación de infracción con la ley penal 
pertenecen a ese grupo social francamente golpeado durante muchos años. Se repite, más o menos, la misma 
historia de los chicos que aparecen relatados en el libro del doctor Uriarte y que el doctor Salsamendi leyó al 
principio. 


Nosotros hemos dicho que lo único que pensamos que se puede hacer con relación a eso es trabajar. No hay 
receta mágica. ¿Eso significa que todos van a cambiar su trayectoria? Me adelanto a decir que no; hay 
algunos que están dispuestos a no cambiar su trayectoria porque también es una elección que hacen. De modo 
que, dentro de las características sociológicas en una pincelada muy gruesa, hay algo que confirma lo que 
efectivamente se dice en los estudios sobre población penitenciaria en todas partes del mundo. Como una 
única característica nueva que es un llamado de atención, no por los chicos que están adentro, sino por los 
que están afuera, cada vez empiezan a aparecer más chicos con nivel educativo de carácter secundario, y eso 
es un grave problema, es una grave interpelación a la capacidad que tenemos de enamorar a nuestros 
adolescentes que aún permanecen afuera para que permanezcan afuera. 


Si me permiten, ahora les voy a mostrar el organigrama del nuevo instituto. 


Están la Comisión Delegada, como se establece en el proyecto de ley; la Gerencia General; una Dirección 
General Técnica, que se va a ocupar de los aspectos estrictamente técnicos de conducción del instituto. Por 
ejemplo, se creará la Unidad de Información, Análisis y Estudios Técnicos. ¿Para qué? Para que no tengamos 
que seguir discutiendo las cifras y las estadísticas de criminalidad en función de las producciones del 
Ministerio del Interior. Desde ya adelanto no lo puedo presentar acá porque no vinimos a eso que nosotros 
tenemos nuestras bases de datos con relación al comportamiento de la criminalidad adolescente en Uruguay 
desde el año 1980 y podemos afirmar enfáticamente que todos los delitos cometidos por los adolescentes en 
los diferentes grupos de edad y para los diferentes tipos de delito han caído en forma sustancial, 
comparativamente, en el período 2005 2010. Es decir que a 2010 todos los delitos caen, aunque no todos lo 
hacen a la misma velocidad. No vamos a entrar a discutir cómo el Ministerio del Interior hace sus análisis de 
tendencias criminales y cómo los hacemos nosotros. Además, esta Unidad de Análisis y Estudios Técnicos 
tendría a su cargo la realización de estudios específicos sobre los perfiles de comportamiento criminal de 
estos adolescentes y algo que no se hace nunca y hay que empezar a hacer, por las características de la 
situación operativa del mundo del delito, que es la identificación de los vínculos criminales con el mundo 
adulto, que en Brasil se denomina análisis de redes criminales. 


Asimismo, habrá una Unidad de Atención Familiar que no solo recepcione las problemáticas de la familia, 
sino que también permita un nivel de trabajo con la familia en el proceso de responsabilización del 
adolescente, algo que hoy ha sido prácticamente imposible. Lo primero que hicimos cuando asumimos la 
Dirección Adjunta del SEMEJI en octubre de 2009 fue convocar a todos los familiares y a un representante 
del Comité de los Derechos del Niño. Durante cerca de dos meses nos reunimos todos los viernes y la idea 
fundamental era replicar la experiencia que el maestro Barboza y yo habíamos aprendido en el Comisionado, 
en el trabajo con los delegados y los familiares de los prisioneros. Entregamos a estas personas y al 
representante del Comité de los Derechos del Niño lo que hoy son los protocolos para los familiares: cartilla 
de visitante, que por primera vez se entregaba y se elaboraba, para que ellos hicieran todas las observaciones 
que consideraran pertinentes, a fin de discutirlas y, eventualmente, modificarlas. Nunca hicieron ninguna 
observación a los materiales que entregamos y, además, dejaron de asistir a las reuniones sin explicar por 
qué. Todo esfuerzo de que se incorporen de vuelta ha sido infructuoso. De modo que eso es algo que tenemos 
en el debe y por eso esa Unidad de Atención Familiar sería muy importante. 


También hay una Unidad de Programas Especiales, que se encargará de pensar cuáles son los nuevos 
programas técnicos exclusivamente técnicos que son necesarios desarrollar, por ejemplo, en función de las 
diferentes manifestaciones de las psicopatologías de los adolescentes, de las transformaciones en los patrones 
de consumo adictivo o de las características de los adolescentes que recibimos según la tipología del delito. 
Daré un ejemplo para que se entienda. En nuestro país, el problema de los delitos sexuales en adolescentes es 
insignificante, mientras que en otros países como Perú, Chile o España es el más importante. Ellos se han 
visto obligados a elaborar programas especiales de atención a esa tipología de delito. De modo que, esta 
Unidad de Programas Especiales va a ser como una usina de pensamiento para la elaboración de programas 
de trabajo técnico. 


La Unidad de Protección de Derechos replica la lógica de monitoreo de prisiones. Su misión es asegurar 
transparencia y derecho de los adolescentes privados de libertad. 


Crearemos una Unidad de Comunicación Institucional para que la prensa hable de lo que nosotros 
informamos y para que no tengamos que responder preguntas que otros elaboran en función de fuentes y 
criterios de información que, a veces, no queda muy claro cómo aparecen. Además, a través de esta Unidad, 
podremos comunicar este trabajo importantísimo que también hoy hacemos, porque a la luz pública solo sale 
el tema de las fugas y parecería que en el SEMEJI no pasa ninguna otra cosa que no sea que los gurises se 
fugan. 


La Unidad de Coordinación y Convenio centralizará lo que hace hoy la Unidad de Convenios para todo el 
INAU pero específicamente para nosotros. 


Habrá una Unidad de Seguridad y Traslado que estará absolutamente dirigida desde la posición de Gerencia. 
No se trata de una unidad de locomoción, sino que hará análisis operativos de las trayectorias y de las 
características de los vehículos para dar a esto el formato que requiere en función del problema que existe, 
que es la atención a una parte del problema criminal del país. 


Hasta aquí tenemos la pata técnica del nuevo instituto. 


Luego, tenemos la clásica pata administrativa, con una Dirección General Administrativa y todos los 
departamentos clásicos que garantizarían la gestión de cualquier institución del calibre de esta. 


También hay un nivel de Coordinación Regional, en tanto consideramos que debería haber centros regionales 
de internación de adolescentes, evitando esta macrocefalia que hay en Montevideo y que a veces nos genera 
un cuello de botella bastante importante en la boca de entrada, sin considerar todo lo que significa el traslado 
de los familiares desde el interior y el proceso de desvinculación territorial de los adolescentes cuando son 
traídos desde Tacuarembó, Paysandú o de Florida hacia la capital. 


Por debajo de la Dirección General Técnica, tenemos la sustancia misma del instituto que es el Programa de 
Ingreso, Estudio y Derivación, que hoy prácticamente no puede cumplir las funciones para las cuales está 
concebido. Tendríamos tres Centros iniciales de Ingreso, Estudio y Derivación diferentes: uno, para los 
mayores de 15 años; otro, para las mujeres y, un tercero, para los que están entre los 15 y los 18 años. 


El PROMESEC es el buque insignia de cualquier programa de responsabilidad penal: busca dotar a las 
medidas que están establecidas en el Código de la Niñez y la Adolescencia no solo de orientaciones técnicas 
y específicas para los diferentes momentos del proceso de ejecución de la pena, sino de tecnología para el uso 
de ciertas medidas que hoy no se están empleando, porque no hay credibilidad en su funcionamiento. Es 
lógico que un Juez necesite garantías de que las medidas que él está dictando, se van a cumplir. Acá estamos 
hablando lisa y llanamente de tecnología de control social a distancia: pulseras y la utilización del sistema de 
GPS para el posicionamiento de personas. En este sentido, hemos participado en discusiones con un 
programa de la Unión Europea, en colaboración con el Ministerio del Interior. 


Asimismo, hay un Programa de Medidas Curativas, que establece el Código de la Niñez y la Adolescencia y 
que hasta ahora no se ha podido ejecutar. Se trata de un programa que distinga claramente qué chicos van al 
delito porque "están de la cabeza" vamos a decirlo así, es decir, están literalmente locos, tienen una 
psicopatología importante, y con qué chicos de los que atraviesan la trayectoria delictiva se debe trabajar 
primero el problema de la adicción. Acá quiero aclarar algo que se dice alegremente en la prensa. La inmensa 
mayoría de nuestros adolescentes no son adictos: tienen historias de consumo problemático, sobre todo con la 
pasta base, pero no son adictos. Sin embargo, nosotros precisamos tener una instancia en la que podamos 
tratar a aquellos que efectivamente lo son. Primero debemos tratarlos en su adicción eso requiere de un 
programa específico y luego, también como parte de la medida socioeducativa que ha sido indicada, 
internarlos en un programa de medidas curativas por parte de la Justicia. 


En cuanto a los Programas de Medidas Privativas y de Semilibertad, entramos en la unificación de todos los 
centros de privación de libertad bajo un mando único. Se abrirán nuevos centros de semilibertad. Debe 
entenderse que no se trata de la alegre apertura de nuevos centros de semilibertad, sino de la apertura firme y 
estudiada de centros de semilibertad femeninos, que hoy no existen, pero las mujeres deben cumplir la pena o 
tener la esperanza de que quizás les salga una sustitución de medida. 


Lo mismo ocurre con los menores de quince años. Cuando eventualmente un menor de quince años es 
beneficiado por una medida de semilibertad, es enviado al centro en el que también están los mayores de 
quince años y así se produce la mezcolanza que hasta ese momento habíamos impedido. 


Entonces, tendríamos los centros cerrados y los centros abiertos. Tenemos previsto dejar solo dos centros 
abiertos: aquellos en los que efectivamente funcionan sus programas de trabajo. Si bien no está planteado 
acá, dentro de este esquema se incluye la construcción de la nueva cárcel, el nuevo edificio, la nueva 
estructura para la privación de libertad que está sujeta a la liberación de los fondos. Nosotros ya estamos 
trabajando en la concepción conceptual de esa cárcel para que después los arquitectos lleven la idea a una 
maqueta y se empiecen a hacer las correcciones que necesariamente hay que efectuar cuando uno concibe 
conceptualmente un centro de privación de libertad. 


Otro programa importantísimo, porque implica recordar a todos que todo el mundo está metido en este 
problema, es el Programa de Atención al Egreso. Esto es: ¿qué hacemos para que los chicos que salgan, una 
vez que lo hagan, permanezcan afuera? La idea fundamental es identificar en toda la estructura del sistema 
los programas anteriores, seis meses antes de la salida de los adolescentes, cuáles son los que van a egresar 
dentro de ese lapso, a fin de elaborar un plan especial para que esa salida sea efectiva y no haya un retorno. 
La idea es que esos adolescentes sean monitoreados durante seis meses más, en coordinación con el MIDES 
y con el INJU, a través de los diferentes programas de estas instituciones, buscando que tengan un soporte al 
cual recurrir. Se pretende que las instituciones funcionen como una especie de representantes vicarios del 
adolescente, porque el proceso de estigmatización y de criminalización durante su salida hace que muchas 
veces la nariz le quede incrustada contra la puerta que se cierra: precisamos acompañarlo para que eso no 
ocurra y para que ello no signifique su retorno. 


Dicho sea de paso, me sorprendió enormemente y en algún momento me gustaría no ahora conocer de qué 
manera el Ministerio del Interior puede llegar a las conclusiones de reincidencia que se citaron, en tanto y en 
cuanto solo nosotros disponemos de los datos con relación a las entradas de los chiquilines y no esa Cartera. 
Eso no significa que a la fecha todavía no tengamos un análisis del retorno de los adolescentes; no lo trajimos 
porque no vinimos a eso, pero desde ya les digo que eso es imposible. Hago este avance, porque me parece 
importante. Las cifras sobre los adolescentes que retornan al sistema solo las tenemos nosotros y nadie más, 
ni siquiera a ese nivel de detalle el Poder Judicial. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- ¿Me permite? 


¿Usted dice que el Ministerio del Interior no se comunica con el INAU para recabar la información y elaborar 
la estadística? ¿No recaba esos datos que ustedes poseen? 


SEÑOR ARBESÚN.- Yo no dije eso. Lo que manifesté es que me sorprende y quisiera saber la fuente 
de información a través de la cual se dice que el 50% de la reincidencia es en adolescentes. Reitero que 
quiero saber cuál es la fuente y nada más, porque la base de datos con relación a los adolescentes la 
tenemos nosotros. 


SEÑOR MICHELINL.- Felicito a nuestros invitados por la presentación, de alguna manera, abarcativa 
de lo que va a ser la puesta en funcionamiento de la ley, una vez que sea aprobada. Me congratulo, 
además, de que todos hayamos coincidido en la importancia de que esto no se haya hecho solo por 
decisión del Directorio del INAU, sino como producto del trabajo parlamentario, en la medida en que 
se van a necesitar recursos. Somos conscientes de que ya ha habido una reserva por parte del 
Ministerio de Economía y Finanzas basada en la ley, pero después los recursos necesitan ejecutarse. 
Por lo tanto, hemos perdido un tiempo, pero me parece que hemos ganado en la planificación. 


Por otra parte, me parece que el último elemento que aportaba el psicólogo Arbesún es una perla más en el 
collar ya lo habíamos identificado en la Comisión bicameral en cuanto a la absoluta falta de cifras confiables 
y de elementos acordados por todos. Curiosamente, creo que esto refleja un poco lo que decía el Presidente 
del INAU, en el sentido de la poca atención que en general se le ha dado a este tema. Porque en otros 
aspectos de la vida uruguaya que son intangibles, las cifras están consensuadas por los técnicos y por los 
políticos; y me parece que este es un intangible muy valioso para nuestro país en la planificación de políticas 
pero además en la capacidad de mejorar el debate y de no hablar en el aire. Y me parece que en materia de 
niños y adolescentes, este no es justamente el lado fuerte. En ese sentido, hemos sostenido en uno de los 
primeros documentos consensuados que se necesita hacer un esfuerzo para que haya metodologías que 
reflejen cifras estadísticas consensuadas por todos con mecanismos que permitan la planificación de políticas. 


Por lo tanto, desde nuestro punto de vista, este asunto no sorprende y no habría que ver ningún elemento 
debajo de la piedra, porque no lo hay. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ARBESÚN.- Este sería el modelo estándar. Es imposible diseñar un organigrama sin un 
organigrama estándar a nivel de los centros. En definitiva, el proceso de presupuesto, en el que estamos 
dando las pinceladas más gruesas son las que podemos dar, implica tener una base mínima de la 
estructura del organigrama para empezar a hacer los procesos de análisis del presupuesto y así llegar a 
una estimación general. 


Este es el estándar de un centro tipo en el nuevo instituto que contaría con un equipo de Dirección, que 
estaría desatando los niveles de cumplimiento de trabajo, salud y educación, y una unidad técnica, donde 
estarían incluidos los coordinadores y el gestor de redes y trabajos que es una conexión con el afuera del 
centro y los adolescentes. Quiero aclarar que lo que hicimos fue un sistema de comparación de los modelos 
que funcionan en el mundo y las condiciones que tenemos para reabsorber esos modelos. 


Además, tendríamos un equipo de intervención claramente diferenciado del equipo de seguridad o contención 
dentro de un centro, y aparecería por primera vez la figura del responsable del caso. Me refiero a un 
funcionario que estará a cargo de equis cantidad de adolescentes no para controlarlos en el sentido de abrirles 
y cerrarles la puerta sino en función de un plan individual de trabajo que hay que ejecutar con ese adolescente 
desde su momento de entrada al sistema hasta el momento en que concluye la medida socioeducativa. 


Este sería, a grandes rasgos, el organigrama que hemos elaborado para el IRPA. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quisiera saber quién elaborará los proyectos de rehabilitación y las 
propuestas de medidas curativas dentro del organigrama. 


SEÑOR ARBESÚN.- El equipo de gerencia ha elaborado, en acuerdo y en estudio con otros programas 
existentes, las orientaciones técnicas para el programa PROMESEC. Esas orientaciones técnicas ya 
están conformadas. 


También estamos avanzando en la elaboración del programa de medidas curativas, en especial en adicciones 
y psiquiatría. Ya ha sido convocado personal entrenado en adicciones; en particular, las relaciones de trabajo 
son a través de la Junta a partir de un programa de atención a cuestiones vinculadas con drogas de la Unidad 
Europea en la cual estamos incluidos, y lo mismo en el área de psiquiatría, con expertos en la materia del 
INAU. Este programa sería elaborado por profesionales técnicos, entrenados y con conocimiento de causa de 
aquello que nosotros queremos desarrollar. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Recién hablé fuera de micrófono con el Presidente del INAU sobre un 
tema que me gustaría que quedara comentado. 


Quisiera conocer sobre las plazas que hacen falta en el INAU. Obviamente, para los menores infractores 
graves y gravísimos ahora se abre un nuevo tiempo, es decir, algún tipo de mecanismo para reformar algún 
edificio existente o construir uno nuevo. Es un hecho que dije y afirmé que el Presidente del INAU, al 
asumir, había manifestado que hacían falta ciento cincuenta o doscientas plazas más. Esa pregunta quedó en 
el aire y me gustaría que se contestara. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Quisiera hacer una aclaración sobre el capítulo anterior. 


Ya estamos trabajando con el Ministerio del Interior en la reconstrucción de prácticamente todos los 
perimetrales que tenemos; es un trabajo que se viene realizando desde el punto de vista constructivo y de 
rearmado de las guardias externas, su ubicación, etcétera. 


También estamos trabajando con el Ministerio de Desarrollo Social en los proyectos vinculados al reintegro 
social, al egreso, etcétera. Además, estamos apuntando a la participación ya han expresado su voluntad de 
hacerlo y estamos armando el esquema concreto en el que participarían de las cámaras empresariales y del 
PTT-CNT, como actores fundamentales a efectos de la inserción, por lo menos, en el marco laboral. 


Respecto a las plazas, en realidad, tuvimos que recurrir a su apertura más o menos inmediata; los trabajos que 
se realizaban todavía se siguen haciendo; siempre hay elementos sobre todo en aspectos de seguridad que hay 
que ir fortaleciendo y mejorando. Además, cuando se iniciaron algunas de estas construcciones no se tenía la 
misma concepción desde el punto de vista de la seguridad que tenemos hoy. 


Asimismo, el centro que se abrió en General Flores tuvo una demora realmente importante y nos generó 
muchos dolores de cabeza. Aspiramos a que luego de algunos de estos golpes que hemos dado y daremos se 
estabilice efectivamente. La mayoría de la gente trabaja muy bien y allí se crearon treinta y dos nuevas 
plazas. A su vez, se desarrollaron trabajos en lo que se denomina el Hogar SER de la Colonia Berro en donde 
también hubo recuperación de algunas plazas, aunque quedan trabajos que están en curso lo que significaría 
la recuperación de aproximadamente treinta plazas más. 


Sé que, desde el punto de vista periodístico, no gusta mucho lo que planteamos, pero algunos de los 
movimientos que estamos pensando no los queremos hacer públicos. Lo que sí queremos señalar es que 
estamos planteando reordenamientos internos en los centros, lo que nos va a permitir optimizar algunos 
servicios. Hasta ahora, imperó una lógica de la descentralización de los servicios. Nosotros estamos yendo a 
una lógica de centralización; esto se puede entender fácilmente con el siguiente ejemplo: no es lo mismo 
tener una cocina para cada establecimiento que tener una para varios, en la medida en que conformen una 
unidad que permita un trabajo común, inclusive en algunos casos bajo direcciones comunes. Así vamos a 
ganar una serie de plazas; todavía no es fácilmente definible, pero son unas cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE. Al Presidente le consta que podría no hacer público sus dichos si solicita que 
no figure en la versión taquigráfica. En realidad, dicho durante la toma de la versión taquigráfica, es 
tan público como decirlo a la prensa. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Por eso mismo. No tenemos inconveniente en decir que vamos a hacer 
reordenamientos, pero no queremos señalar cuáles serán. Estos se producirán a la brevedad, pero no 
quisiéramos manejar cuáles ni en qué fechas se realizarán los traslados porque son aspectos altamente 
sensibles y difíciles, en algunos casos. 


Continuamos buscando lugares y estamos conversando con otros organismos del Estado al respecto. También 
está el famoso tema a esta altura, sorprendentemente famoso de los módulos de seguridad o contenedores, 
que pretendemos utilizar para estadías de muy corto plazo, como en los casos de las "conducciones" así se 
denominan; se trata de los casos en los que la Policía atrapan a los chicos y vienen al INAU a la espera de ser 
conducidos al Juzgado a los efectos de la audiencia en el marco de las primeras veinticuatro horas. Estos 
chiquilines constituyen un número aleatorio, muy difícil calcular, inclusive por la vía del promedio, porque 
una noche se puede tener a veinte chicos provenientes de distintas seccionales y otra se podrá tener a cinco, 
diez o quince. Por lo tanto, este tipo de soluciones móviles transitorias que, además, como hemos aclarado en 
todos lados, nos permite alquilarlas y trasladarlas, movilizarlas eventualmente nos da una respuesta que la 
construcción tradicional no nos permite dar. Ya tuvimos un juicio penal en el que fuimos imputados los tres 
integrantes del Directorio, que en su momento, fue archivado. Se pretendía que no se utilizara este tipo de 
instrumentos, que nada tienen que ver con lo que se denominan las "latas" del Penal de Libertad; compararlo 
con ellas solo puede ser posible en función de una ignorancia supina o de una extraordinaria mala fe, 
realmente, porque no hay ni un punto de comparación. Existe un recurso de amparo que pretende impedir la 
utilización de este instrumento por nuestra parte. Obviamente, vamos a cumplir con la Justicia en lo que 
resuelva. Hasta el momento, en función de que no ha resuelto absolutamente nada en contra y de que, 
además, contamos con las habilitaciones correspondientes que se han solicitado como la de Bomberos y 
demás, vamos a proceder a utilizarlos porque literalmente estamos tapados; realmente, tenemos problemas. 
Todavía tenemos algún margen; no estamos en los niveles de hacinamiento o sea, por encima del 120%, que 
es el estándar que se determina a nivel internacional para calcular cuando existe hacinamiento, pero tenemos 
situaciones claras de superpoblación. Estamos apuntando a poder generar mayor cantidad de plazas en 
condiciones de seguridad. Ese es un tema también, porque obviamente podríamos solucionar problemas de 
hacinamiento con establecimientos en los cuales rebajáramos fuertemente las condiciones de seguridad. Esa 
no es la práctica a la que pretendemos apuntar, independiente de que reitero estamos teniendo problemas 
graves. Los tiempos de la construcción tradicional no se acompasaron con los cálculos que se hicieron sobre 
cómo evolucionaría el sistema. Tenemos la inmensa satisfacción de decir que, finalmente, pudimos cerrar y 
comenzar la reparación del Centro de Ingreso Transitorio el viejo CIT, que había sido observado por 
absolutamente todas las visitas de las organizaciones mundiales contra la tortura; era un lugar tenebroso 
desde el punto de vista de su construcción y su aspecto edilicio. Una vez reparado, tendremos allí un número 
de plazas mayor. De todos modos, este es un problema. Por eso, nuestro apuro que venimos planteando desde 
hace tiempo por la aprobación de este proyecto de ley, a efectos de acceder rápidamente a los fondos 
necesarios para que, de una vez por todas, nos planteemos inmuebles que realmente respondan a la necesidad 
que se tiene en la materia y que se acompasen a lo que requerimos y a lo que se utiliza a nivel internacional. 


Ese es el panorama que tenemos hoy, expresado lo más sintéticamente posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que se tenía como finalidad discutir sobre las fugas, pero ha quedado 
explicada su situación evolutiva en la comparación que se hace desde que se asumió la gestión por 
parte de las autoridades del Instituto y de quienes han tenido la responsabilidad de la Colonia, en este 
caso primero como Adjunto y después como titular del SEMEJL 


Considero que habría mucho para discutir. Se ha dado mucha información y se ha ilustrado sobre las líneas 
de trabajo. 


Nosotros tenemos a consideración un proyecto que fue presentado en su oportunidad en la Comisión 
bicameral por parte de las autoridades del INAU, que ha sufrido algunas modificaciones, a la luz de lo que se 
había conversado con los miembros de la Comisión. Como expresé, creo que ese es un asunto que urge 
porque, en realidad, todo lo que hemos conversado hasta ahora corresponde al pasado; deberíamos abocarnos 
a proyectar disposiciones para el futuro, como las contenidas en el proyecto a considerar, que forman parte 
del compromiso multipartidario. 


Por lo tanto, si no hay objeciones, se pasa a considerar el asunto que figura en segundo término del orden del 
día: "Instituto de Responsabilidad Penal Adolescente. (Creación)". 


Obviamente, las autoridades del INAU están en condiciones de darnos su parecer sobre ese proyecto, cuyo 
borrador fue presentado por el organismo. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Simplemente, quiero hacer dos comentarios. 


En primer lugar, respecto al planteo que hizo el señor Presidente, quiero decir que conocemos el pensamiento 
del INAU con respecto al proyecto que ha presentado; es clarísimo. No obstante, si se desea hacer 
comentarios al respecto, no hay problemas en escucharlos. 


En segundo término, creo que debemos tener mucho cuidado en lo siguiente. Contamos con el proyecto que 
fue presentado por el INAU y fue tomado por algunos señores Diputados y contamos con el proyecto del 
Partido Nacional, que fue presentado en setiembre del año pasado. Si bien vamos a tratar el texto presentado 
por el INAU lo admitimos pacíficamente; lo hemos hablado y conversado en la Comisión bicameral, creo 
que debemos tener la delicadeza de mencionarlo quizás esta es una discusión interna, por la verdad histórica. 
Como dijo el Presidente del INAU, esta ha sido una preocupación constante. Tanto es así que el entonces 
Diputado Sturla, en 1986 creo que fue ese año, presentó un proyecto en este sentido. 


SEÑOR SALSAMENDI.- También presentó una iniciativa el entonces Diputado Díaz Maynard. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- No lo recordaba. Nosotros presentamos un proyecto en este sentido en 
dos Legislaturas. 


No digo esto para reivindicar nada; simplemente, quiero decir que esto ha tenido un proceso en el que el 
Frente Amplio desembarca el día de hoy con un proyecto en función de un acuerdo con la oposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Presidente se considera a sí mismo un polemista parlamentario y en los 
medios de comunicación ¡ni qué hablar!; le encanta la polémica y puede asignar todas las cuotas y 
créditos que se quiera. No hubo ninguna intención en desconocer nada. Es más: como hay otros temas 
que no necesariamente están contenidos en el proyecto a consideración, solicitó a la Secretaría que 
trajera las otras iniciativas que fueron presentadas por legisladores para darles entrada. Este proyecto 
fue tomado porque la Asamblea General mandató que se le diera entrada y que se lo aprobara, en 
función del acuerdo surgido en la Comisión bicameral. 


SEÑOR MICHELINI.- Estamos reunidos desde hace varias horas y creo que ha sido una reunión muy 
provechosa. Por tanto, si no se le va a realizar más preguntas al Directorio del INAU, podríamos 
solicitarle su retiro y agradecerle su presencia. 


Luego de ello, la Comisión debería analizar qué trámite llevará a cabo. Por tanto, más allá de los créditos por 
supuesto, cada uno puede tener su opinión y su visión, creo que deberíamos acordar cuál será la metodología 
de trabajo. El Frente Amplio, si no me equivoco, está en condiciones de votar este proyecto de ley 
consensuado, en el que ha trabajado el señor Diputado Bango. Solo falta saber en qué condiciones se 
encuentran los demás partidos. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Nosotros, sin duda, estamos en condiciones de discutir el proyecto, pero 
ahora nos acercaron algunas modificaciones, las cuales no leí porque estamos hablando con el INAU. 


Con mucho gusto, podemos discutir el proyecto ahora, pero también podemos hacerlo mañana a la hora 14 
que, bajo mi punto de vista, sería lo mismo. Creo que de esa forma podríamos darle una lectura detenida a las 
modificaciones que, reitero, nos acaban de hacer llegar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de discutir cómo proceder con la votación del proyecto, me parece 
oportuno consultar al Directorio del INAU si conoce las modificaciones que se pretenden hacer el 
proyecto que presentó a la Asamblea General, y que fueron resueltas por la Comisión bicameral. Si el 
Directorio desea hacer algunos comentarios en ese sentido, en la medida en que los señores Diputados 
no formulen alguna pregunta particular, creo que este es el momento. 


Por otra parte, cómo procederemos con el proyecto es algo que discutiremos después de despedir a las 
autoridades del INAU. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Nosotros también vimos ahora las modificaciones. Con algunas cuestiones 
estamos de acuerdo, y otras nos fueron comunicadas en forma telefónica el día de ayer. Solo quiero 
referirme a un punto que, en realidad, no es una modificación que se haya hecho ahora sobre el que 
tenemos alguna duda, aunque menor. El artículo 5”, que refiere a Requisitos, Prohibiciones e 
Incompatibilidades, dice: "Los integrantes de la Comisión Delegada deberán reunir los mismos 
requisitos y tendrán las mismas prohibiciones e incompatibilidades, en lo pertinente, que los 
integrantes del Directorio del INAU". En realidad, es claro que los integrantes de la Comisión no van a 
reunir los mismos requisitos, para empezar, porque no se requiere la venia parlamentaria. Además, no 
se van a dedicar a la primera infancia, sino expresamente a este tema. Entonces, la duda que tenemos 
es una cuestión meramente formal es si debería decir: "Los integrantes de la Comisión Delegada 
tendrán las mismas prohibiciones e incompatibilidades, en lo pertinente, que los integrantes del 
Directorio del INAU". Digo esto porque la tarea que llevarán a cabo es muy específica y no tienen por 
qué tener la misma versación que quien se dedica a otros temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En su momento consideraremos la inquietud presentada por el Directorio de 
INAU. 


La Presidencia de la Comisión consulta al Directorio del INAU si quiere hacer alguna apreciación sobre los 
contenidos del texto que se nos acercó y que fuera difundido por la Comisión bicameral, más allá de los 
cambios que sufrió el artículo 1* luego de ser discutido en ese ámbito. 


SEÑOR SALSAMENDI.- También tenemos una duda con respecto al artículo 11. No sabemos, en 
función de los cambios que ha sufrido o está en proceso de modificarse, si se sigue manteniendo el 
Programa de Formación y Capacitación de la Escuela Penitenciaria dependiente del Inciso 04. En 
realidad, no sabemos si el Programa se mantiene en estos términos. Se trata de una duda que dejamos 
planteada para que no quede inobservancia de este tema; hacemos esta consulta porque lo 
desconocemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto vino en el proyecto enviado por el INAU. 


Por tanto, voy a hacer la pregunta al revés. ¿El INAU entiende que es necesario mantener este punto tal cual 
fue enviado? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa es la duda que tengo, porque no sé si hubo alguna modificación 
normativa. Por tanto, creo que una formulación más general solucionaría el tema. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


——— Entonces, debo entender que el Directorio del INAU, manteniendo las líneas, se inclinaría por una 
formulación más general que particular respecto a las unidades que están implicadas en el artículo 11. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Es correcto. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quería preguntar al señor Presidente del INAU si tuvo en cuenta que se 
proyecta un instituto, un organismo, como servicio descentralizado del INAU. Me gustaría saber si 
percibió eso en el artículo 1” del proyecto y si es compartido por él. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Voy a responder en estos términos. Si lo compartimos o no, frente a un 
acuerdo político de este tipo, francamente, creo que nuestra opinión importa poco. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- A mí me importa. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Por lo tanto, nosotros vamos a acompañar todo lo que cuente con el máximo 
consenso político que se pueda lograr en Uruguay con respecto a este tema. 


Siempre hemos planteado nuestra preocupación por la forma en que se procesan las transiciones y nuestra 
duda cuando se crea algo que inicialmente se dice que es provisorio. Eso, sin duda, tiene una debilidad 
institucional; es un precio que se debe pagar por cualquier formulación orgánica y se lo dice desde un primer 
momento que será transitoria. Pero, en función de una formulación que implique un camino a recorrer 
ordenadamente, en principio no tenemos inconveniente, sobre todo, partiendo de la base de que se realizará 
una evaluación permanente de la gestión. Además, como nosotros estamos convencidos de que con las 
condiciones planteadas aquí la gestión en este tema va a ser muy buena por lo menos muy buena, no tenemos 
mayores objeciones para realizar. 


Está claro que este no era nuestro proyecto original, que las cosas no estaban planteadas en esos términos y 
que priorizamos porque nos parece que este tema requiere esencialmente de ello el acuerdo político que 
permita brindar a este tema una vigencia real de política de Estado. Por ende, también brindamos el apoyo 
necesario para llevar adelante este tipo de planteo, que a veces requieren de decisiones muy duras y tras las 
cuales tiene que haber el mayor consenso político posible. 


En ese marco reitero, sin que fuera nuestra idea original y partiendo de la base de que se pueda analizar una 
transición ordenada y, fundamentalmente, evaluada, etcétera, no tenemos mayores elementos que agregar. En 
realidad, lo estamos planteando en este momento porque de cómo se iba a plantear el tema nos enteramos en 
esta sesión. 


También hay una cuestión de términos, pero supongo que eso lo analizarán y es que un servicio 
desconcentrado, en el derecho uruguayo implica algo muy concreto, aunque en este momento no estoy en 
condiciones de explicar qué implicaría una unidad desconcentrada. En síntesis, no tendría inconvenientes con 
el resto del texto y claramente advertimos que servicio desconcentrado es otra cosa. 


(Diálogos) 


——- Si no entendí mal, lo que se plantea acá es que se va a ir a un servicio descentralizado, que implica una 
mayor grado de descentralización. 


(Diálogos) 


——- Se dice que se va a ir, etcétera. En ese punto me remito a mi respuesta anterior. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Nos interesa mucho la opinión del Presidente del INAU porque meses atrás 
habíamos escuchado una opinión de él, que no recuerdo con precisión, pero que hacía referencia a la 
naturaleza jurídica de este instituto. 


Por otra parte, quiero decirle al Presidente del INAU que comparto su temor que hago mío porque en el 
Uruguay no hay más nada permanente que lo transitorio. Hay que tener especial cuidado en que esa 
transitoriedad sea tal. 


SEÑOR POSADA.- Quería dejar una constancia en función de las afirmaciones que hacía el Presidente 
del INAUÚ. 


Creo que luego de generar un desaliento en lo que será la gestión futura de esta unidad desconcentrada, 
significa un estímulo el decir que su destino es ser un servicio descentralizado porque, en realidad, estamos 
hablando de elevar el estatus de la gestión de un tema que ha estado sumergido dentro del INAU, que todos 
coincidimos que debería tener un tratamiento especial, pero que sin embargo no lo ha tenido. Entonces, 
cuando se plantea una transición de esta naturaleza, hay realmente un estímulo: se sabe a lo que se va a llegar 
y se atiende a las circunstancias excepcionales actuales para realizar un tránsito ordenado, que es lo que me 
parece que con todo sentido de oportunidad y conveniencia planteó el Directorio del INAU. Había una 
inconveniencia clara en el sentido de crear, de buenas a primeras, un Instituto de Responsabilidad Penal 
Adolescente. Creo que todos o casi todos en el ámbito de la Comisión Bicameral llegamos a comprender que 
lo mejor era generar un tránsito hacia ese servicio descentralizado y, además, se puso un plazo. En ese 


sentido, este es un estímulo muy grande para la gestión del INAU y, en particular, para quienes tengan la 
gestión dentro de lo que será este sistema de responsabilidad penal adolescente. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Quiero expresar que una vez pasados todos estos trámites, leyes y 
proyectos que podamos aprobar o no, creo muy conveniente poder conversar nuevamente con el 
Directorio del INAU... 


(Diálogos) 


———- Creo que será muy conveniente y constructivo conversar con el Directorio y funcionarios de jerarquía 
del INAU acerca de los niños en situación de calle. Es una realidad que nos preocupa. No queremos abrir 
ninguna discusión ahora sino que simplemente dejamos esto como antecedente para que dentro de poco 
tiempo podamos discutir este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradezco al Presidente del INAU, al Director Ferrando, al psicólogo 
Arbesún y al maestro Barboza por la jornada de trabajo que hemos compartido hoy y la ilustración 
respecto de la situación de las fugas y del diseño en el que se están concentrado para dar una solución, 
no diría definitiva, al problema de los jóvenes en conflicto con la ley con más seriedad de lo que lo ha 
hecho el país en términos históricos. 


Así que muchas gracias. 
(Se retiran de Sala el señor Presidente del INAU y asesores) 
——- Vamos a tratar de coordinar la manera en que vamos a continuar nuestro trabajo. 


En primer lugar, tenemos a consideración el proyecto de creación del Instituto de Responsabilidad Penal con 
la fórmula acordada de una Comisión delegada en transición hacia la creación del Instituto. 


En segundo lugar, tenemos las modificaciones al Código de la Niñez y la Adolescencia que refieren a las 
medidas socio educativas para los intentos de hurto y a los plazos procesales para el dictado de sentencia en 
determinados casos graves. 


En estos temas hay espacios de acuerdo. 
En tercer término, están los antecedentes. En este punto, existe más de una fórmula para abordar el tema. 


Hay voluntad para que el trabajo de la Comisión bicameral pueda comenzar a expresarse desde el punto de 
vista legislativo. Esa ha sido la demanda. Nosotros quedamos comprometidos para el mes de mayo, porque 
así se había planteado. Si tratamos la Carpeta 769 de 2011, Instituto de Responsabilidad Penal Adolescente, 
estaríamos en condiciones de resolver este tema. 


Como no hay iniciativa con respecto a las modificaciones al Código de la Niñez y la Adolescencia en lo 
relativo a las infracciones a la ley penal y a cómo quedan las tentativas, tomaremos uno de los proyectos de 
cualquiera de los Partidos que traía modificaciones, para poder informar al Cuerpo lo que haya sido 
acordado. 


Tampoco hay iniciativa con respecto a los antecedentes, porque todavía no entraron los textos definitivos. Por 
tanto, tendremos que tomar los proyectos que están en la Comisión, u otros, y hacer los informes. 


Propongo que hoy saldemos la creación de la Comisión delegada del INAU para ir hacia un Instituto de 
Responsabilidad Adolescente, como servicio descentralizado a futuro, y así poder tratarlo el martes en la 
sesión de la Cámara. En la semana próxima consideraríamos los otros dos temas que están pendientes. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


——- La Comisión por unanimidad ha acordado volver a reunirse el lunes a las 15 horas a efectos de proceder 
a la votación. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


